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RESUMEN 

 

 

El demandante en calidad de profesor activo pretende se ordene el pago de la bonificación 

diferencial en función al 30% de la remuneración total y el pago de devengados e intereses. Ahora 

bien, el Segundo Juzgado de Trabajo Permanente declaró fundada en parte la demanda, ordenando 

el pago de los adeudos generados. Posteriormente, la parte demandada interpuso recurso de 

apelación, siendo atendida y resuelta por la Segunda Sala Especializada de la Corte Superior de 

Justicia de Cusco, la misma que revocó la mencionada sentencia de primera instancia y la declaró 

infundada. Finalmente, la parte demandante interpuso el recurso extraordinario de Casación ante 

la Sala de derecho Constitucional y Social Transitoria Corte Suprema de Justicia de la Republica, 

siendo declarada improcedente dicho recurso interpuesto. 
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ABSTRACT 

 

 

The plaintiff, as an active teacher, intends to order the payment of the differential bonus based 

on 30% of the total remuneration and the payment of accrued and interest. However, the Second 

Permanent Labor Court declared the claim partially based on ordering the payment of the debts 

generated. Subsequently, the defendant filed an appeal, being heard and resolved by the Second 

Special Chamber of the Superior Court of Justice of Cusco the same that revoked the 

aforementioned judgment of first instance and declared it unfounded. Finally, the plaintiff filed an 

extraordinary appeal before the Constitutional and Social Transitional Court of the Supreme Court 

of Justice of the Republic, and said appeal was declared inadmissible. 
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INTRODUCCIÓN 

 

 

El presente trabajo se refiere al derecho de la bonificación diferencial que corresponden a los 

profesores que se encuentran inmersos en el artículo 48° de la Ley del Profesorado N° 24029; por 

lo que, en el presente trabajo se verifica en el expediente judicial N° 01810-2013 que el 

demandante José Cartagena Cartagena interpone demanda contenciosa administrativa ante el 

Segundo Juzgado de Trabajo Permanente contra la Unidad de Gestión Educativa Local Cusco con 

citación del Procurador Público del Gobierno Regional del Cusco, exponiendo sus fundamentos 

de hecho y de derecho, presentando medios probatorios para acreditar su pretensión. 

Dicha demanda mencionada en el párrafo anterior fue evaluada en primera instancia por el 

Segundo Juzgado de Trabajo Permanente y en segunda instancia por la Segunda Sala Especializada 

de la Corte Superior de Justicia de Cusco. Sin embargo, pese a que la referida demanda fue 

evaluada y el derecho invocado fue determinado por la primera y segunda instancia judicial, la 

parte demandante interpuso el recurso extraordinario de Casación, que fue atendida por la Sala de 

derecho Constitucional y Social Transitoria Corte Suprema de Justicia de la Republica. 

Finalmente, cabe mencionar que, el presente trabajo consta de una síntesis analítica procesal de 

todo el proceso judicial y una opinión analítica respecto a lo resuelto por cada una de las instancias 

del poder judicial y por la Corte Suprema. 



 

1. SÍNTESIS DE LA DEMANDA 

 

1.1 PETITORIO 

 

El señor JOSE CARTAGENA CARTAGENA interpone demanda contenciosa administrativa, 

contra la UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL CUSCO, representada por su Director 

con citación del procurador Público del Gobierno Regional del Cusco, formulando las siguientes 

pretensiones: 

Pretensión principal: 

 

Recalculo y pago de adeudos (reembolso) bonificación diferencial equivalente al 30% de su 

remuneración integra o total, conforme lo dispone el artículo 48 (tercer párrafo) de la Ley del 

Profesorado N° 24029, modificada por Ley N° 25212 y el artículo 211 de su Reglamento (primer 

párrafo), a partir del 1 de marzo de 2004 al 24 de noviembre de 2012. 

Pretensión accesoria: 

 

Pago de intereses de acuerdo a Ley. 

 

1.2 FUNDAMENTOS DE HECHO 

 

Tales pretensiones tienen los siguientes fundamentos: 

 

Primero: El recurrente tiene la calidad de ser profesor del aula de la I.E. N° 50034 de Poroy, 

conforme se observa de la Resolución de Reasignación N° 325-2005, emitida por la Dirección 

Regional de Educación Cusco, por lo que se halla inmerso en los alcances de la Ley del 

Profesorado N° 24029 y su Reglamento, aprobados por Decreto Supremo N° 19-90-ED. 

Segundo: El artículo 48, tercer párrafo, de la mencionada Ley del Profesorado, a la letra señala 

que: “El profesor que presta servicios en zona de frontera, Selva, zona rural, altura excepcional, 

zona de menor desarrollo relativo y emergencia tiene derecho a percibir una bonificación por 
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zona diferenciada del 10% de su remuneración permanente por cada uno de los conceptos 

señalados hasta un máximo de tres". 

Tercero: Erróneamente los demandados, conforme acreditan las boletas de pago del recurrente, 

vienen otorgando  la  señalada  bonificación calculada  bajo  el concepto  de Remuneración Total 

Permanente (según el Decreto Supremo N° 051-91-PCM), por lo  que se le abona mensualmente, 
 

la irrisoria cantidad de S/ 19.86 nuevos soles, que resulta ser el 30% de su remuneración total 

permanente. Dicha bonificación figura en sus boletas de pago con el nombre de “+DIFPENSI”. 

Cuarto: Se debe tener en cuenta que el Decreto Supremo N° 051-91-PCM, es una norma 

transitoria, y no puede tener el carácter o rango de Ley, es más, deviene en inaplicable e 

inconstitucional en razón a que atenta contra los derechos adquiridos e irrenunciables del 

profesorado, quienes se encuentran amparados por la Ley del Profesorado y su Reglamento los 

mismos que tienen vigencia desde el mes de diciembre de 1984, es decir, mucho antes de la 

expedición del citado Decreto Supremo. En todo caso se debe interpretar dicha normativa, según 

el principio IN DUBIO PRO OPERARIUM. 

Quinto: Los derechos laborales tienen carácter irrenunciable y que todo pacto en contrario es 

nulo de pleno derecho, siendo que el espíritu del legislador, al otorgar este beneficio ha sido el de 

otorgar el 30% calculados sobre el integro de la remuneración, por cuanto, de haber pretendido 

otorgar este derecho sobre la base de la remuneración total permanente, así lo habría dispuesto. 

 

1.3 FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Ley N° 24029 – Ley del Profesorado. 

Decreto Supremo N° 19-90-ED, Reglamento de la Ley N° 24029. 

Numeral 2 del Artículo 26 de la Constitución Política del Perú. 

Ley N° 27584 
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Artículo 3 y 10 de la Ley N° 27444. 

Artículo 219 del Código Civil 

1.4 MEDIOS PROBATORIOS 

 

Formulario Único de Trámite del 16 de mayo de 2013, donde se pide el recalculo y pago de 

adeudos sobre la base la remuneración integra. 

Copia fedateada de la Resolución de Nombramiento N° 105-1991. 

Copia fedateada de la Resolución de Reasignación N° 325-2005. 

Copias de las boletas de pagos del año 1991 al 2012, que acreditan la percepción continua de la 

bonificación diferencial hasta el 30%. 

2. SÍNTESIS DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA 

 

El Segundo Juzgado Especializado de Trabajo de Cusco, mediante la Resolución N° 01 del 26 

de junio de 2013, RESOLVIÓ admitir a trámite en la vía del PROCESO URGENTE1 la demanda 

contenciosa administrativa interpuesta por JOSE CARTAGENA CARTAGENA en su calidad de 

docente activo, contra la UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL CUSCO con citación 

del Procurador Público del Gobierno Regional Cusco; con las siguientes pretensiones: 

Cumplimiento del artículo 48 de la Ley del Profesorado – Ley N° 24029, modificada por la Ley 

N° 25212 y su Reglamento [Art. 211]. 

Reintegro de la bonificación diferencial en base al 30% de la remuneración total, a partir del 1 

de marzo de 2004 al 24 de noviembre del 2012. 

Pago de los intereses legales. 
 

 

 

 
 

1 Es preciso aclarar que, la Ley del Profesorado Ley N° 24029, estuvo vigente en el periodo pretendido; por tanto, dicha situac ión 
hace posible aplicar lo dispuesto en el inciso 2) del artículo 26° del TUO de la Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, 
que prescribe: "Se tramita como proceso urgente únicamente las siguientes pretensiones: (…) El cumplimiento por la administración 
de una determinada actuación a la que se encuentre obligada por mandato de la Ley o en virtud de acto administrativo firme (...)". 
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Por tanto, dicho juzgado verificó la concurrencia de los presupuestos procesales necesarios, así 

como las condiciones de la acción para establecer una relación jurídico procesal válida. 

3. SÍNTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

El PROCURADOR PÚBLICO DEL GOBIERNO REGIONAL CUSCO solicitó que la 

 

demanda sea declarada infundada, en atención a los siguientes fundamentos: 

 

Que el artículo 9 del Decreto Supremo 051-91-PCM determina en forma clara, precisa e 

indubitable que bonificaciones como la diferencial serán calculados en base a la remuneración total 

permanente, precisando que ha sido el mismo Tribunal Constitucional quien ha reconocido la 

vigencia y legalidad del referido Decreto Supremo, al reconocerle en la sentencia vinculante en el 

expediente 432-96-AA-TC el carácter de fuerza de Ley. 

Asimismo, los artículos 12 y 16 del citado Decreto Supremo, establecen de modo expreso, 

indubitable, especifico y descriptivo los procedimientos, conceptos remunerativos y no 

remunerativos, los factores de cálculo, los porcentajes y los casos de aplicación para el caso de 

cada uno de los beneficios o asignaciones económicas que se deban otorgar al trabajador. 

La UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL DEL CUSCO (UGEL CUSCO), contestó 

 

la demanda en los siguientes términos, solicitando sea declarada infundada: 

 

Que el demandante percibe esta bonificación con la denominación “DIFFENSI”; por lo tanto, 

no existe adeudo alguno. 

Que la Ley del Presupuesto del Sector Público para el año fiscal 2013, prohíbe el generar gasto 

público si no cuentan con el crédito presupuestario y queda de igual forma prohibido el reajuste de 

remuneraciones. 
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4. SÍNTESIS DEL AUTO RELEVANTE 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 32 del TUO de la Ley que regula el Proceso 

Contencioso Administrativo, el Segundo Juzgado Especializado de Trabajo Dispuso como medio 

probatorio de oficio, que la demandada Unidad de Gestión Educativa Local del Cusco informe: 

Los cargos y los lugares donde laboró a partir del 21 de mayo de 1990 a la fecha, la parte 

demandante. 

Si dichos lugares son considerados zonas de frontera, selva, zona rural, altura excepcional, zona 

de menor desarrollo relativo o emergencia. 

5. CUMPLIMIENTO DEL MANDATO 

 

Con escrito del 1 de enero de 2014, la Unidad de Gestión Educativa Local del Cusco cumplió 

el mandato judicial, adjuntando el Informe Escalafonario del 27 de diciembre de 2013. 

6. SENTENCIA DEL SEGUNDO JUZGADO DE TRABAJO PERMANENTE DE CUSCO 

(PRIMERA INSTANCIA) 

Mediante Resolución N° 07 del 3 de junio de 2014, el Segundo Juzgado de Trabajo declaró 

FUNDADA EN PARTE la demanda contenciosa administrativa interpuesta por el señor JOSÉ 

CARTAGENA CARTAGENA contra la UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL 

CUSCO, disponiendo que esta última cumpla con: 

 

“PAGAR a la parte demandante los ADEUDOS GENERADOS (devengados): 

 

Por diferencia existente entre los conceptos de la bonificación diferencial por zona diferenciada 

calculada en base al 10% de su remuneración total integra, deduciendo parcialmente un 10 % en 

base a la remuneración total permanente, desde el 1 de marzo del 2004 al 24 de noviembre de 2012, 

más los intereses legales, lo que se calculará en ejecución de sentencia. 
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Todo ello deberá cumplir conforme al procedimiento establecido en el artículo 47 del TUO de 

la ley que regula el proceso Contencioso Administrativo, dado por el Decreto Supremo N° 013- 

2008-JUS”. 

Asimismo, declaró INFUNDADA las pretensiones del pago de la: 

 

Del 20% restante de la bonificación diferencial con cálculo a la remuneración total desde el 1 

de marzo de 2004 al 24 de noviembre de 2012. Sin costos ni costas. 

Dicho Juzgado señaló entre otros aspectos que: 

 

“Entonces, si el artículo 48° de la Ley del Profesorado, contempla el otorgamiento de la 

bonificación especial por preparación de clases y evaluación y la bonificación adicional por 

desempeño de cargo, los cuales según este mismo artículo deben ser otorgados en base a la 

remuneración total, por lo que, aplicando la interpretación extensiva, se debe ampliar el supuesto 

contemplado en la misma norma respecto del otorgamiento de las bonificaciones en base a la 

remuneración total o íntegra”. 

“Por otro lado y desde la perspectiva de una interpretación sistemática, debe decirse que, en 

casos como estos, donde la controversia giro en torno a la determinación de la bonificación 

diferencial a favor de servidores públicos sujetos al régimen general del Decreto Legislativo 276, 

el Tribunal Constitucional ha interpretado en el sentido que el cálculo de la bonificación 

diferencial permanente debe realizarse conforme a la remuneración total o íntegra, interpretación 

ello en la Sentencia recaída en el Expediente N° 3717-2005-AC (…)”. 

“Este Juzgado no deja también de advertir que, con la Ejecutoria Suprema dictada por la Sala 

Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de la Republica en la Casación N° 1074- 

2010-Arequipa, del 19 de octubre de 2011, se ha establecido con criterio vinculante que la 

bonificación diferencial para servidores inmersos en el régimen general del Decreto Legislativo 
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276, la bonificación demandada de ser calculada en base a la remuneración total, ello en 

concordancia al criterio del Tribunal Constitucional cuando emitió la Sentencia recaída en el 

ExpedienteN°3717-2005-AC”. 

“Adicionalmente a ello, también es pertinente mencionar que mediante Ley N° 25303, artículo 

184°, se otorgó a los funcionarios y servidores de salud que laboran en zonas rurales y urbano 

marginales, una bonificación diferencial, la misma que se otorga en base al 30% de la 

remuneración total”. 

“Por lo que, la bonificación diferencial en el caso de autos debe otorgarse en base a la 

remuneración total o íntegra, en aplicación también, del principio de igualdad de trato y unidad 

del sistema remunerativo del Estado, pues no existe razón válida para que el Estado, para algunos 

de sus servidores públicos (distintos de profesores) abone la bonificación diferencial utilizando 

una base de cálculo y para otros (estos últimos), aplique una menos favorable y beneficiosa”. 

7. RECURSO APELACIÓN 

 

Con escrito de fecha 25 de junio de 2014, la UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL 

DEL CUSCO (UGEL CUSCO) y la PROCURADURÍA PÚBLICA DEL GOBIERNO 

REGIONAL DE CUSCO interpusieron RECURSO DE APELACIÓN contra la parte pertinente 

de la RESOLUCIÓN N° 07 que declaró FUNDADO EN PARTE la demanda, solicitando se 

revoque dicha sentencia y se declare infundada, por los siguientes fundamentos: 

Que la bonificación reclamada debe pagarse “en base a la remuneración total permanente 

conforme al Decreto Supremo N° 051-91- PCM”. 

Que no se está denegando ni desconociendo un derecho que al trabajador le corresponde, sino 

lo que ocurre es que el demandante pretende un incremento. 

Que se debe tener en cuenta las normas presupuestarias. 
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No corresponde el pago de los intereses. 

 

8. SENTENCIA DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE CUSCO (SEGUNDA 

INSTANCIA) 

La SEGUNDA SALA ESPECIALIZADA DE LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE 

 

CUSCO, emitió la Resolución N° 10 del 15 de setiembre de 2014, mediante la cual resolvió 

REVOCAR la sentencia contenida en la Resolución N° 07 del 3 de junio de 2014, en el extremo 

que declara: “FUNDADA EN PARTE la demanda (…)” y REVOCANDOLA en dicho extremo 

DECLARÓ INFUNDADA la pretensión de pago de la bonificación diferencial en base al 30% de 

la remuneración total, sus devengados e intereses correspondientes, en los seguidos por JOSÉ 

CARTAGENA CARTAGENA, contra la Dirección Regional de Educación de Cusco, señalando 

como fundamentos que: 

“(…) El legislador no ha previsto que la bonificación por zona diferenciada deba pagarse en 

base a la remuneración total, lo cual se ratifica con el hecho que integra el concepto de 

remuneración total conceptos que dependen del cumplimiento de exigencias y/o condiciones 

distintas al común, lo cual permite sostener que la remuneración total no puede considerarse como 

permanente, dado que no mantiene su calidad en el tiempo, sino depende del cumplimiento de 

determinadas exigencias y/o condiciones, es decir, admite variaciones.” 

“Distinto es el caso de la remuneración total permanente; de  cuya  redacción  se advierte que 

el monto de ésta no depende de una condición especial de trabajo,  sino  tiene  una  vocación 

permanente que se otorga con carácter general  a  todos  los  trabajadores,  y  por ende se enmarca 

dentro de lo que el artículo 48 de la Ley del Profesorado identifica como remuneración 

permanente, por lo que es de concluir; que la base de cálculo de la bonificación 
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por zona diferenciada de los profesores es la remuneración total 

permanente regulada a la fecha por el 8.a) del Decreto Supremo N° 051-91-PCM”. 

“Asumir esta conclusión, no implica que  se  esté  aplicando  retroactivamente  el  artículo 8a) 

del D.S. 051-91-PCM, sino,  únicamente  que  el  término  remuneración  permanente  abarca 

todos aquellos conceptos remunerativos permanentes que ya existían antes de la dación del  8.a)  

del  D.S.  051-91-PCM  y  que  únicamente  han   sido   precisados   en   éste   -   debido al profuso 

sistema  normativo  existente  entonces-,  permitiendo  de  este  modo  dilucidar la controversia 

que motiva el presente caso, estableciendo los conceptos que se engarzan en la noción de 

remuneración permanente a la que hace referencia el tercer párrafo del artículo 48 de la Ley del 

Profesorado”. 

9. RECURSO DE CASACIÓN 

 

Mediante escrito de fecha 6 de octubre de 2014, JOSE CARTAGENA CARTAGENA, 

interpone recurso de CASACIÓN contra la Resolución N° 10 del 15 de setiembre de 2014, 

invocando como causal para interponer dicho recurso: i) la infracción normativa (de naturaleza 

material) que incide directamente sobre la decisión contenida en la resolución impugnada, causal 

prevista en el artículo 386° del Código Procesal Civil. Con la sentencia de vista recurrida se ha 

infringido las siguientes normas de derecho material: Artículo 48° de la Ley N° 24029 y su 

modificatoria Ley N° 25212 tercer párrafo y el artículo 211° del Decreto Supremo N° 19-90-ED y 

el Art. 8.a del Decreto Supremo 051-91-PCM para el caso de la Bonificación Diferencial. 

Además, señaló que las infracciones normativas se han producido por lo siguiente: 

 

a) Infracción normativa, respecto  de la  Bonificación diferencial, se  halla en que  los  señores 
 

magistrados pese a una valoración conjunta y razonada de las pruebas aportadas al proceso, 

concluyen en que el pago de este concepto si corresponde, pero debe de ser efectuado con el 30% 



10 
 

 

de  la  remuneración total permanente,  en base a  un razonamiento  defectuoso,  que en lógica  se 
 

conoce como errores deductivos por incurrir en una inferencia no válida, habida cuenta que en los 

fundamentos de la recurrida se reconoce que la denominación de remuneración permanente no 

existía el año 1990, pero que esta se refiere a la Remuneración Total Permanente prevista en el 

Art.    8.a)    del   D.S.    051-91-PCM,    VALE    DECIR    QUE    SE    PRETENDE APLICAR 

RETROACTIVAMENTE UNA NORMA A HECHOS ANTERIORES. 
 

Por otro lado, señala que LA CAUSAL INVOCADA tienen una INCÍDENCIA DIRECTA 

SOBRE LA DECISIÓN IMPUGNADA: pues respecto de la Bonificación diferencial el error 

incurrido tiene trascendencia, por cuanto de considerarse que la Bonificación diferencial se abona 

con 30% de mi remuneración íntegra, la demanda se ha de declarar fundada con el consecuente 

beneficio laboral y económico para el suscrito. Lo que significa que, por aplicación indebida de 

normas materiales, se declaró infundada parte de sus pretensiones. 

10. CASACIÓN DE LA PRIMERA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL 

 

La PRIMERA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL TRANSITORIA DE 

LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA, mediante la Casación N° 13862- 

2014-CUSCO del 11 de marzo del 2015; FALLÓ declarando IMPROCEDENTE el recurso de 

casación interpuesto por el demandante JOSE CARTAGENA CARTAGENA, contra la sentencia 

de vista, de fecha 15 de setiembre de 2014, señalando entre otros aspectos que: 

“Analizadas     las     causales     denunciadas     se     advierten     que,     si     bien     es cierto  

se  cumplen  con  señalar  las  normas  que  a  su  criterio  se  han  infringido   al  emitirse  la  

sentencia  de  vista,  también  lo  es   que   carecen   de   incidencia   en   la   decisión adoptada,  

ya  que  el  recurrente  a  través  de  la  invocación  de  las  mismas, pretende se efectúe la 

revaloración de los medios de prueba actuados en el 
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proceso con la finalidad de  establecer  hechos  distintos  a  los  determinados  por  las 

instancias de mérito, como si se tratara de una tercera instancia en la que 

reexaminen las   pruebas   y hechos   del proceso,   finalidad   contraria a los   fines   del 
 

recurso de  casación  cuyo  carácter  extraordinario  limita  el  ejercicio  del  Tribunal  a!  debate   

de   cuestiones   eminentemente   jurídicas;   en   ese   sentido,   y    teniendo    en   cuenta  que  

esta  Corte  de   Casación   sólo   analiza   las   cuestiones   de   Iure, permaneciendo firme  el  

correlato  táctico  y  probatorio  de  la  causa;  el  recurso  de  casación   propuesto   sustentado   

en   alegaciones   referidas   a   cuestiones    probatorias  debe  ser  desestimado;  más  aún  si  ha  

quedado  establecido  y  comprobado  por  la   instancia de mérito que la bonificación diferencial 

debe ser calculada en base a la  remuneración  total   permanente   como   se   precisa   textualmente   

en   el   tercer   párrafo del  artículo  48°  de  la  Ley  24029  modificado  por  la  Ley  N°  25212,   

por  tanto   deviene en IMPROCEDENTE.” 

11. JURISPRUDENCIA 

 

11.1 TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DEL PERÚ 

 

STC N° 03717-2005-AC Caso Justiniano Lorenzo Mattos Huañacari (Precedente 

Constitucional) 

“8. En cuanto a la forma de cálculo de la bonificación diferencial permanente conviene 

precisar que el Decreto Legislativo N.º 276 y el Decreto Supremo N.º 005-90-PCM no establecen 

cuál es la forma en que se debe calcular dicha bonificación; sin embargo, este Tribunal considera 

que para su cálculo se debe utilizar como base de referencia la denominada remuneración total, 

y no la remuneración total permanente, por cuanto ésta es utilizada como base de cálculo para 

los subsidios por fallecimiento y gastos de sepelio previstos en los artículos 144.º y 145.º del 
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Decreto Supremo N.º 005-90-PCM. Ello con la finalidad de preservar el sistema único de 

remuneraciones establecido por el Decreto Legislativo N.º 276 y el Decreto Supremo N.º 005-90- 

PCM. “ 

“9. Además, también debe tenerse en cuenta que la bonificación diferencial otorgada a los 

funcionarios y servidores de salud pública que laboran en zonas rurales y urbano, conforme al 

artículo 184.º de la Ley N.º 25303, se calcula sobre la base de la remuneración total, y no sobre 

la base de la remuneración total permanente. Por tanto, para el sistema único de remuneraciones 

de los funcionarios y servidores públicos establecido por el Decreto Legislativo N.º 276 y el 

Decreto Supremo N.º 005-90-PCM, la bonificación diferencial debe ser calculada sobre la base 

de la remuneración total, por lo que la resolución cuyo cumplimiento se solicita, al haberse 

otorgado al demandante la bonificación diferencial permanente sobre la base de su remuneración 

total, constituye un mandato válido y exigible.” 

“(…) sólo será aplicable a aquellos casos en los que no exista disposición expresa que regule 
 

la forma de cálculo de las bonificaciones mencionadas y no así en aquellas en las que de manera 
 

taxativa la norma regula tal situación” (Resaltado agregado) 
 

11.2 EXPEDIENTE N° 1579-2012-PC/TC 

 

Se señala que “el pago de la bonificación diferencial prevista para los servidores del sector salud 

debe realizarse conforme establece la norma que regula su pago (con la remuneración total), lo que 

no sucede en el caso de la bonificación por zona diferenciada prevista para los profesores”, 

conforme el siguiente detalle: 

“Al respecto, debe señalarse que, en las boletas de pago citadas, se aprecia que el monto que 

se viene abonando por concepto de bonificación diferenciada no es conforme al porcentaje 
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previsto en el artículo 184° de la Ley N° 25303 (30%) [sobre la remuneración total], sino un 

monto menor…” 

EXP N ° 04038 2012-PC/TC LIMA NORTE y EXP. N° 02624-2013-PC/TC – JUNIN, el 

 

Tribunal señala con respecto al D.S. 051-91-PCM que “(…) mediante la aludida Resolución de 

Sala Plena N° 001-2011-SERVIRlTSC -que tiene la calidad de precedente administrativo de 

observancia obligatoria-, el Tribunal del Servicio Civil señaló, de conformidad con la sentencia 

de este Tribunal, recaída en el Exp. N° 0419-2001-PA/TC, que el Decreto Supremo N° 051-91- 

PCM tiene la misma jerarquía normativa que el Decreto Legislativo N° 276 y que la Ley N° 24029, 

por lo que resulta pertinente su aplicación en el caso de autos, de conformidad con el principio 

de especialidad, pues fue expedido al amparo del artículo 211, inciso 20), de la Constitución de 

1979, vigente en ese entonces.” 

“Asimismo,   el  citado  precedente   administrativo   estableció   que  la   remuneración  total 
 

permanente, prevista en el artículo 9° del Decreto Supremo N° 051-91-PCM, de conformidad con 
 

la  jurisprudencia  del  Tribunal Constitucional,  no es aplicable para el cálculo de los beneficios 
 

siguientes: (i) La asignación por cumplir veinticinco (25) años de servicios al Estado, a la que se 
 

refiere el artículo 54 del Decreto Legislativo 276; (ii) La asignación por cumplir treinta (30) años 

de servicios al Estado, a la que hace referencia el artículo 54 del Decreto Legislativo 276; (iii) El 

subsidio por fallecimiento de un familiar directo del servidor, al que se refiere el artículo 144 del 

Reglamento del Decreto Leg. 276; (iv) El subsidio por fallecimiento del servidor, al que se refiere 

el artículo 144 del Reglamento del Decreto Legislativo 276; El subsidio por gastos de sepelio, al 

que se refiere el artículo 145 del Reglamento del Decreto Legislativo 276; (vi) La asignación a la 

docente mujer por cumplir veinte (20) años de servicios, referida en el artículo 52 de la Ley 24029; 

(vii) La asignación a la docente mujer por cumplir veinticinco (25) años de servicios, referida en 
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el artículo 52 de la Ley 24029; (viii) La asignación al docente varón por cumplir veinticinco (25) 

años de servicios, referida en el artículo 52 de la Ley 24029; (ix) La asignación al docente varón 

por cumplir treinta (30) años de servicios, referida en el artículo 52 de la Ley 24029; (x) El 

subsidio por luto ante el fallecimiento de familiar directo del docente, referido en los artículos 51 

de la Ley 24029 y 219 y 220 de su Reglamento; (xi) El subsidio por luto ante el fallecimiento del 

docente, referido en los artículos 51 de la Ley 24029 y 219 y 220 de su Reglamento; (xii) El 

subsidio por gastos de sepelio para el docente, referido en el artículo 51 de la Ley 24029 y el 

artículo 219 de su Reglamento.” 

“Es decir, este precedente administrativo excluyó a la bonificación por preparación de clases 

de este listado de beneficios en los que se aplica, para su cálculo, la remuneración total. En este 

sentido, en el Informe Legal N° 326-2012-SERVIRlGG-OAJ, se concluyó que El Tribunal del 

Servicio Civil, estableció mediante precedente administrativo de observancia obligatoria, los 

beneficios que tenían que ser calculados en función a la remuneración total, entre los cuales no 

se encuentra la bonificación mensual por preparación de clases, por lo que no podría aplicarse a 

este último lo señalado en el referido precedente vinculante. " 

11.3 PRECEDENTE VINCULANTE EXPEDIENTE N° 5854-2005-PA/TC, CASO PEDRO 

ANDRÉS LIZANA PUELLES 

“Principios de interpretación constitucional 

 

12. Reconocida la naturaleza jurídica de la Constitución del Estado, debe reconocerse 'también 

la posibilidad de que sea objeto de interpretación. No obstante, la particular estructura normativa 

de sus disposiciones que, a diferencia de la gran mayoría de las leyes, no responden en su 

aplicación a la lógica subsuntiva (supuesto normativo - subsunción del hecho - consecuencia), 

exige que los métodos de interpretación constitucional no se agoten en aquellos criterios clásicos 
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de interpretación normativa (literal, teleológico, sistemático e histórico), sino que abarquen, entre 

otros elementos, una serie de principios que informan la labor hermenéutica del juez 

constitucional. Tales principios son: 

(…) 

 

El principio de corrección funcional: Este principio exige al juez constitucional que, al realizar 

su labor de interpretación, no desvirtúe las funciones y competencias que el Constituyente ha 

asignado a cada uno de los órganos constitucionales, de modo tal que el equilibrio inherente al 

Estado Constitucional, como presupuesto del respeto de los derechos fundamentales, se encuentre 

plenamente garantizado” 

11.4 CASACIONES DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPUBLICA 

PRECEDENTE VINCULANTE: 

“CAS. 1074-2010-AREQUIPA 

 

SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL TRANSITORIA DE LA CORTE 

SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA” 

“Primero: Que, emitiendo pronunciamiento de fondo corresponde señalar que uno de los 

contenidos esenciales del derecho al debido proceso es el derecho de obtener de los órganos 

judiciales una respuesta razonada, motivada y congruente con las pretensiones oportunamente 

deducidas por las partes en cualquier clase de proceso. La exigencia de que las decisiones 

judiciales sean motivadas en proporción a los términos del inciso 5) del artículo 139° de la 

Constitución Política del Estado, garantiza que los Jueces, cualquiera sea la instancia a la que 

pertenezcan, expresen el proceso lógico que los ha llevado a decidir la controversia, asegurando 

que el ejercicio de la potestad de administrar justicia se haga con CAS. N° 1074-2010 AREQUIPA 

28 STC N° 03717-2005-AC Caso Justiniano Lorenzo Mattos Huañacari (…) 8. En cuanto a la 
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forma de cálculo de la bonificación diferencial permanente conviene precisar que el Decreto 

Legislativo N.º 276 y el Decreto Supremo N.º 005-90-PCM no establecen cuál es la forma en que 

se debe calcular dicha bonificación; sin embargo, este Tribunal considera que para su cálculo se 

debe utilizar como base de referencia la denominada remuneración total, y no la remuneración 

total permanente, por cuanto ésta es utilizada como base de cálculo para los subsidios por 

fallecimiento y gastos de sepelio previstos en los artículos 144.º y 145.º del Decreto Supremo N.º 

005-90-PCM. Ello con la finalidad de preservar el sistema único de remuneraciones establecido 

por el Decreto Legislativo N.º 276 y el Decreto Supremo N.º 005-90- PCM. 9.Además también 

debe tenerse en cuenta que la bonificación diferencial otorgada a los funcionarios y servidores de 

salud pública que laboran en zonas rurales y urbano, conforme al artículo 184.º de la Ley N.º 

25303, se calcula sobre la base de la remuneración total, y no sobre la base de la remuneración 

total permanente. Por tanto, para el sistema único de remuneraciones de los funcionarios y 

servidores públicos establecido por el Decreto Legislativo N.º 276 y el Decreto Supremo N.º 005- 

90-PCM, la bonificación diferencial debe ser calculada sobre la base de la remuneración total, 

por lo que la resolución cuyo cumplimiento se solicita, al haberse otorgado al demandante la 

bonificación diferencial permanente sujeción a la Constitución Política del Estado y a la Ley, pero 

también atendiendo a la finalidad concreta del proceso que es poner fin a un conflicto de intereses 

o solucionar una incertidumbre jurídica permitiendo la paz social en justicia por medio de la 

actividad jurisdiccional.” 

“Segundo: Que, la controversia en el presente caso gira alrededor de determinar si 

corresponde ordenar que la demandada emita nueva resolución administrativa reconociendo a 

favor del demandante la percepción de la bonificación diferencial contenida en el inciso b) del 
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artículo 53 del Decreto Legislativo N° 276 desde febrero de 1991 en base al 30% de la 

remuneración total íntegra, tal como se desprende del petitorio de la demanda de fojas 05.” 

“Tercero: Que, la sentencia de primera instancia declara infundada la demanda tras concluir 

que el artículo 9 del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM establece que las bonificaciones, beneficios 

y demás conceptos remunerativos que perciben los funcionarios, directivos y servidores otorgado 

en base al sueldo, remuneración o ingreso total serán calculados en función a la remuneración 

total permanente; en consecuencia el beneficio que percibe el demandante en aplicación de la 

remuneración total permanente se encuentra arreglado a derecho, sostiene asimismo que si bien 

el artículo 4 de la Ley N° 25397 que establece que los Decretos Supremos extraordinarios tienen 

vigencia temporal, expresamente señalada en su texto, por no más de 6 meses y pueden suspender 

los efectos de la ley cuando sea necesario dictar medidas económicas y financieras en diversos 

aspectos, tal norma ha sido emitida con posterioridad a la vigencia del Decreto Supremo Nº 051- 

91-PCM, no pudiendo serle aplicable en forma retroactiva.” 

“Cuarto: Que, por su parte, la sentencia impugnada al confirmar la recurrida sostiene que a 

la bonificación solicitada se aplica la remuneración total permanente establecida en el Decreto 

Supremo Nº 051-91-PCM, articulo 10, entendiéndose ésta última como aquella cuya percepción 

es regular en su monto, permanente en el tiempo y se otorga con carácter general para todos los 

funcionarios, directivos y servidores de la administración pública, encontrándose constituida por 

la remuneración principal, bonificación personal, bonificación familiar. En consecuencia, los 

actos administrativos impugnados se han ceñido estrictamente al anotado principio de legalidad, 

no apreciándose que hayan incurrido en causal de nulidad alguna prescrita por el artículo 10 de 

la Ley N° 27444.” 
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“Quinto: Que, a efectos de un adecuado análisis adecuado de la causal procesal que nos ocupa 

resulta trascendente partir por la pretensión del demandante anotado en el considerando segundo 

de la presente resolución. A partir de lo allí señalado se aprecia que si bien el demandante sostiene 

que su pretensión de pago de la bonificación diferencial encuentra sustento jurídico en el artículo 

53 inciso b) del Decreto Legislativo N° 276, precisa al mismo tiempo que el monto que por dicho 

concepto debe percibir es el 30% de la remuneración total integra y ésta debe ser abonada a partir 

de febrero de 1991, mencionando además en los fundamentos de hecho de su demanda que el 

artículo 28 del Decreto Legislativo N° 608 autoriza hacer extensivas las bonificaciones de 30% y 

35% al personal administrativo del Sector Salud, posteriormente extendida al sector público a 

través del artículo 12 del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM.” 

“Sexto: Que, de lo antes expuesto se evidencia que el actor, aun cuando considera se trata de 

la misma bonificación, solicita el pago de 2 bonificaciones distintas, lo que además no ha sido 

advertido por las instancias correspondientes, por un lado, la bonificación diferencial regulada 

por el artículo 53 del Decreto Legislativo N° 276 y la bonificación especial regulada en el artículo 

12 del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM. Dichas bonificaciones son sustancialmente diferentes 

entre sí, no sólo por las normas que las sustentan sino primordialmente por la finalidad que 

persiguen y su forma de cálculo, como a continuación se detalla.” 

“Sétimo: Que, la bonificación diferencial a que hace mención el Decreto Legislativo N° 276 

tiene como supuestos de incidencia lo siguiente: Artículo 53.- La bonificación diferencial tiene 

por objeto: a) Compensar a un servidor de carrera por el desempeño de un cargo que implique 

responsabilidad directiva; y, b) Compensar condiciones de trabajo excepcionales respecto del 

servicio común. Esta bonificación no es aplicable a funcionarios, de lo que se concluye que su 

otorgamiento está dirigido a compensar el desempeño del cargo en situación excepcional respecto 
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de las condiciones normales de trabajo y se encuentra orientada en su inciso a) a compensar el 

desarrollo de cargos de compensar el desarrollo de cargos de responsabilidad directiva, para 

cuya percepción debemos remitirnos al artículo 124 del Decreto Supremo Nº 005-90-PCM, y en 

su inciso b) a incentivar, entre otros aspectos, el desarrollo de las programas microrregionales 

dentro del proceso de descentralización, las labores en zonas declaradas en estado de emergencia 

por razones socio políticas, entre otros; condiciones excepcionales dentro de las cuales 

encontramos por ejemplo la altitud, el riesgo, la descentralización, tal como se advierte del 

artículo 10 del Decreto Supremo Nº 057-86-PCM, el Decreto Supremo Nº 073-85-PCM, el 

Decreto Supremo Nº 235-87-EF y el Decreto Supremo Nº 232-88-EF, para citar algunos 

ejemplos.” 

“Octavo: Que, siendo ello así, para la percepción de dicha bonificación debe acreditarse la 

concurrencia de labores en alguno de los supuestos antes mencionados con la finalidad de 

demostrar que la no percepción del mismo constituye una arbitrariedad de la administración.” 

“Noveno: Que, en cuanto al cálculo de la señalada bonificación debe precisarse que si bien el 

Decreto Legislativo N° 276 así como su reglamento, Decreto Supremo Nº 005-90-PCM, no han 

establecido cual es la forma en la que debe ser calculada, sin embargo el Tribunal Constitucional 

en la sentencia expedida en el Proceso N° 3717-2005-PC/TC el 21 de septiembre de 2005, 

publicado el 17 de julio de 2007, ha establecido que ésta debe realizarse en base a la remuneración 

total, al ser ésta la utilizada como base de cálculo para los subsidios por fallecimiento y gastos de 

sepelio previstos en los artículos 144 y 145 del Decreto Supremo Nº 005- 90-PCM, ello con la 

finalidad de preservar el sistema único de remuneraciones. En ese sentido, en atención a lo 

establecido por el último párrafo del artículo VI del Título Preliminar del Código Procesal 

Constitucional dicha decisión que constituye el criterio del intérprete de la Constitución 
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Política  del Estado debe  ser  tomado en cuenta por  esta  Sala Suprema.  No  obstante,  se debe 
 

precisarse que dicha  interpretación  sólo  será  aplicable  a aquellos casos en los que  no exista 
 

disposición expresa que regule la forma de cálculo de las bonificaciones mencionadas, y no así 
 

en aquellas en las que de manera taxativa la norma regula tal situación.” 
 

“Décimo: Que, por su parte la bonificación especial contenida en el artículo 12 del Decreto 

Supremo Nº 051-91-PCM que prescribe: Hágase extensivo a partir del 1 de febrero de 1991los 

alcances del CAS. N° 1074-2010 AREQUIPA 32 artículo 28 del Decreto Legislativo Nº 608 a los 

funcionarios, directivos y servidores de la Administración Pública comprendidos en el Decreto 

Legislativo Nº 276, como bonificación especial, de acuerdo a lo siguiente: a) Funcionarios y 

Directivos: 35%; b) Profesionales, Técnicos y Auxiliares: 30%. La bonificación es excluyente de 

otra u otras de carácter institucional, sectorial, o de carrera específica que se han otorgado o se 

otorguen por disposición legal expresa, en cuyo caso se optará por lo que sea más favorable al 

trabajador. Esta bonificación será financiada con la remuneración transitoria para homologación 

que resulte después de la aplicación del artículo tercero del presente Decreto Supremo y, a falta 

de ésta, con cargo a los recursos del Tesoro Público. Para el caso de los funcionarios 

comprendidos en el Decreto Supremo Nº 032.1-91-PCM el porcentaje señalado en el inciso a) 

queda incorporado dentro del Monto Único de Remuneración Total a que se refiere el citado 

Decreto Supremo, disposición que, como bien lo ha referido el accionante en su escrito de 

demanda, tiene como antecedente el Decreto Legislativo N° 608, norma que a su vez tiene como 

origen el Decreto Supremo Nº 069-90-EF que en su artículo 4 estableció lo siguiente: En 

concordancia con lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto Supremo N° 028-89-PCM, artículo 1 

del Decreto Supremo N° 168-89-EF y Decretos Supremos N°. 009-89-SA y N° 161- 89-EF, fíjese 

a partir del 1 de marzo de 1990 las Bonificaciones y Asignaciones mensuales otorgadas al 
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personal sujeto a las Leyes N° 23733, N° 24029, N° 23536, N° 23728 y N° 24050, en las fechas y 

montos que se indican en el anexo A que forma parte del presente Decreto Supremo.” 

“Décimo Primero: Que, en ese sentido la percepción de tales bonificaciones inicialmente 

dirigidas a autoridades universitarias (artículo 15 del Decreto Supremo Nº 028-89-PCM), 

profesorado (artículo 10 Decreto Supremo Nº 168-89-EF), profesionales de la Salud (Decreto 

Supremo Nº 009-89-SA y Decreto Supremo Nº 161-89-EF) en el proceso de homologación y 

nivelación de remuneraciones, fueron extendidas a los funcionarios, directivos y servidores de la 

Administración Pública del Decreto Legislativo N° 276 a partir del 01 de febrero de 1991 bajo la 

denominación de bonificación especial (BONESP) de acuerdo a los porcentajes establecidos en 

el artículo 12 del Decreto Supremo N° 051-91-PCM antes anotado. CAS. N° 1074-2010 

AREQUIPA 33.” 

“Décimo Segundo: Que, en consecuencia, para su percepción a partir de dicha fecha el 

accionante sólo debía acreditar la condición de servidor bajo el régimen del Decreto Legislativo 

N° 276.” 

“Décimo Tercero: Que, en cuanto a la forma de cálculo de la señalada bonificación se debe 

precisar que la misma al encontrarse contenida dentro del cuerpo normativo del Decreto Supremo 

Nº 051-91-PCM debe efectuarse en función a la remuneración total permanente de conformidad 

a lo establecido en el artículo 9 de la citada norma, en tanto no se encuentra dentro de los 

supuestos de excepción que establece la misma relativos a: i) Compensación por Tiempo de 

Servicios; ii) La Bonificación Diferencial a que se refieren los Decretos Supremos Nº. 235-85-EF, 

N° 067-88-EF y N° 232-88-EF; y iii) La Bonificación Personal y el Beneficio Vacacional.” 

“Décimo Cuarto.- Que, en el caso de autos, si bien las instancias de mérito no han realizado 

un adecuado análisis de la pretensión demandada en los términos antes expuestos, ello con la 
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finalidad de establecer cuál es la forma de cálculo de aquella solicitada por el actor, debe tenerse 

presente la facultad contenida en el artículo 397 del Código Procesal Civil establece lo siguiente: 

La sentencia debe motivar los fundamentos por los que declara infundado el recurso cuando no 

se hayan presentado ninguna de las causales previstas en el artículo 386. La Sala no casará la 

sentencia por el sólo hecho de estar erróneamente motivada, si su parte resolutiva se ajusta a 

derecho. Sin embargo, debe hacer la correspondiente rectificación. Dicha norma encuentra su 

sustento en el deber de motivación de las sentencias, faculta a la Sala Casatoria a efectuar la 

correspondiente rectificación si considera que la parte resolutiva se ajusta a derecho, ello con la 

finalidad de hacer efectivos los principios de economía y celeridad procesal que rigen todo tipo 

de procesos, en tanto dichos principios están destinados a hacer que los procesos se tramiten de 

la manera más rápida y menos onerosa en tiempo y dinero, considerando además que las normas 

que regulan el recurso de casación deben ser interpretadas desde el sentido que irradia el derecho 

a la tutela jurisdiccional efectiva, lo que implica que la aplicación de éstas deben optimizar, 

beneficiar, potenciar la efectividad de la tutela jurisdiccional; en consecuencia resulta contrario 

a este imperativo el que dichas normas sean CAS. N° 1074-2010 AREQUIPA 34 interpretadas 

prolongando en el tiempo los actos procesales que tienen lugar en el recurso de casación o 

prolongando el proceso en sí mismo, tal conclusión resulta contraria al derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva.” 

“Décimo Quinto: Que, en ese sentido advirtiéndose que el demandante respecto a la pretensión 

de otorgamiento de la bonificación diferencial no ha logrado acreditar las condiciones 

excepcionales en el desarrollo de sus labores, de conformidad a lo establecido en el artículo 200 

del Código Procesal Civil, la demanda deviene en infundada.” 
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“Décimo Sexto: Que, en cuanto a la pretensión relativa al pago de la bonificación especial, 

atendiendo a que de la boleta de pago del demandante de fojas 14 se desprende que viene 

percibiendo S/. 14.28 nuevos soles por BONESP, se advierte que la misma ha sido calculada en 

función a la remuneración total permanente, en consecuencia, la misma se encuentra emitida de 

acuerdo a ley; siendo ello así la demanda interpuesta deviene en infundada.” 

“Décimo Sétimo.- Que, lo expuesto precedentemente respecto a la forma de cálculo de las 

bonificaciones diferencial y especial conlleva la determinación del criterio asumido por esta Sala 

Suprema respecto a los mismos, lo que al mismo tiempo implica que los fundamentos sétimo al 

décimo tercero constituyen principios jurisprudenciales en materia contencioso administrativa de 

conformidad a lo establecido en el artículo 37° del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27584, 

aprobado por Decreto Supremo N° 013-2008-JUS, y por tanto constituyen precedente 

vinculante.” 

12. DOCTRINA 

 

12.1 EL CONTRATO DE TRABAJO 
 

Jorge Toyama Miyasuku2 define al contrato de trabajo como: “Un acuerdo de voluntades entre 

el trabajador y el empleador para la prestación de servicios personales u subordinados bajo 

una relación de amenidad (servicios subordinados prestados para otra persona). El acuerdo podrá 

ser verbal o escrito, expreso o tácito, reconocido o simulado por las partes”. 

Elementos esenciales del contrato de trabajo 

 

Son elementos esenciales o propios del contrato de trabajo: 
 

 

 

 

 

 

 

 

2 TOYAMA MIYAGUSUKU, Jorge. “Derecho individual del Trabajo”, Editorial Gaceta Jurídica – 2011, pág. 35. 
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La prestación personal de los servicios: La prestación de servicios es en forma personal, es decir 

intuito personae, no pudiendo ser delegado a un tercero, no invalida esta condición que el 

trabajador pueda ser ayudado por familiares directos que dependan de él. 

Subordinado: Al respecto Cabanellas3 señala que “En lo laboral, la subordinación equivale al 

estado de limitación de la autonomía del trabajador, sometida a la potestad patronal, por razón de 

su contrato y en el desempeño de sus servicios, por autoridad que ejerce el empresario en el orden 

de mayor rendimiento de la producción y al mejor beneficio de la empresa”. Asimismo, Jorge 

Toyama4 señala que “la subordinación implica la presencia de las facultades de dirección, 

fiscalización y sanción que tiene el empleador frente a un trabajador, las que se exteriorizan en: 

cumplimiento de un horario y jornada de trabajo, uniformes, existencia de documentos que 

demuestren cierta sumisión o sujeción a las directrices que se dicten en la empresa, imposición de 

sanciones disciplinarias, sometiendo a los procesos disciplinarios aplicables al personal 

dependiente, comunicaciones indicando el lugar y horario de trabajo o las nuevas funciones, etc.” 

La remuneración: El empleador está obligado a pagar al trabajador una contraprestación a 

cambio de la actividad que este pone a disposición del trabajador, tal como lo estipula el Artículo 

6° del T.U.O. del Decreto Legislativo N° 728 que, “constituye remuneración para todo efecto legal 

el íntegro de lo que el trabajador recibe por sus servicios, en dinero o en especie”5. 
 

 

 

 

 

 

 

 

3 CABANELLAS, Guillermo, citado por ANACLETO GUERRERO, Víctor, “Manual de Derecho del Trabajo”, Editorial Grijley, 

2012, pág. 108. 
4 TOYAMA MIYAGUSUKU, Jorge. Op. Cit., pág. 38. 
5 TEXTO ÚNICO ORDENADO DEL D.L. N° 728 
“Artículo 6.- Constituye remuneración para todo efecto legal el íntegro de lo que el trabajador recibe por sus servicios, en dinero 

o en especie, cualquiera sea la forma o denominación que tenga, siempre que sean de su libre disposición. Las sumas de dinero que 
se entreguen al trabajador directamente en calidad de alimentación principal, como desayuno, almuerzo o refrigerio que lo sus tituya 
o cena, tienen naturaleza remunerativa. No constituye remuneración computable para efecto de cálculo de los aportes y 
contribuciones a la seguridad social, así como para ningún derecho o beneficio de naturaleza laboral el valor de las prestaciones 
alimentarias otorgadas bajo la modalidad de suministro indirecto.” 
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12.2 REMUNERACIONES 
 

La remuneración: Mónica Pizarro Díaz6 sostiene que “De acuerdo con la  definición positiva de 

remuneración, para que un pago sea considerado remunerativo de reunir las siguientes 

características: (i) ser entregado como contraprestación para los servicios del trabajador (lo que el 

trabajador recibe por sus servicios) u (ii) ser de libre disposición”. Como puede observarse, la 

normativa peruana recoge, sin caracterizarlo, el elemento esencial del concepto remuneración que, 

según vimos, se deriva de la naturaleza del contrato de trabajo (la contraprestación) e incorpora un 

elemento nuevo: la libertad de disponer. Además, esta definición parecería rechazar cualquier 

influencia de las teorías del salario social. 

Debemos decir que, la remuneración también llamado salario es el pago que percibe el 

trabajador por parte del empleador por el servicio prestado, este pago por lo general es en dinero 

que son abonados de forma periódica, sea semanal, quincenal o mensual. La remuneración no solo 

es un elemento esencial del contrato de trabajo sino que es un derecho constitucional, que se 

encuentra regulado en el artículo 24° de la Constitución7. 

Víctor Anacleto Guerrero8, establece las siguientes características de la remuneración: 

 

Es una contraprestación. - Por cuanto el trabajador como dependiente pone a disposición del 

empleador su fuerza de trabajo y le corresponde en contraprestación el pago de una remuneración 

por parte del empleador. 

 

 

 

 

 

6 PIZARRO DÍAZ, Mónica; citada por ANACLETO GUERRERO, Víctor; Op. Cit., pág. 397. 
7 CONSTITUCIÓN POLITICA DEL PERÚ 

“Artículo 24°: El trabajador tiene derecho a una remuneración equitativa y suficiente, que procure, para él y su familia, el 
bienestar material y espiritual. 

El pago de la remuneración y de los beneficios sociales del trabajador tiene prioridad sobre cualquiera otra obligación del 
empleador. 

Las remuneraciones mínimas se regulan por el Estado con participación de las 
organizaciones representativas de los trabajadores y de los empleadores.” 

8 ANACLETO GUERREO, Víctor; Op. Cit., pp. 399 – 301. 
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Derecho de libre disposición. - Corresponde al trabajador decidir sobre el destino o utilización 

de su remuneración que percibe por el trabajo realizado. 

Ventaja o incremento patrimonial. - Lo que percibe el trabajador como contraprestación a su 

trabajo subordinado, constituye un incremento o ventaja patrimonial. 

Carácter alimentario. - Para la inmensa mayoría de los trabajadores subordinados, el salario 

tiene una muy evidente finalidad de subsistencia: se trabaja para vivir, es decir, para procurarse 

los bienes y servicios que requiere la vida del trabajador y, si es el caso, su familia. 

Intangibilidad. - La remuneración tiene la calidad de intocable, salvo autorización expresa del 

trabajador para que sean cobradas por su esposa o hijos. 

Carácter prioritario. - Las remuneraciones tienen prioridad o preferencias en el pago respecto a 

otras deudas o créditos que tuvieran la empresa donde labora el trabajador. 

12.3 EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINSTRATIVO 
 

Según el doctor Santa María de Paredes9, el proceso contencioso-administrativo no viene a ser 

sino el reclamo o acción judicial que se interpone agotada la vía administrativa, para poner fin a la 

negación o limitación del derecho establecido a favor del demandante por una ley o por una 

disposición administrativa. 

Asimismo, Priori Posada10 señala que: “el proceso contencioso-administrativo será el 

instrumento a través del cual los particulares pueden, en ejercicio de su derecho de acción, solicitar 

tutela jurisdiccional frente a una actuación de la Administración Pública”. 

Contencioso viene del latín “contendiere”: “cun” que significa con, y “tendiere” que significa 

luchar, resistir, lidiar, disputar, cuestionar. 

 

 
 

9 En BARTHA CAVERO, José. “Procedimiento Administrativo”, Editorial Huallaga, Lima, 2002, pág. 320. 
10 PRIORI POSADA, Giovanni F. “Comentarios a la Ley del Proceso Contencioso Administrativo”, Ara Editores, 4ta Edición, 

Lima, 2009, pág. 87. 
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Otros autores denominan al proceso contencioso-administrativo como recurso contencioso- 

administrativo, señalando que lo denominan recurso y no demanda o acción, porque ya existe una 

determinación previa de la Administración, aunque en verdad no sea propiamente contencioso.11
 

“Las garantías judiciales de los administrados han sido consideradas y denominadas de diversas 

maneras. Así, se les llama contencioso-administrativo o proceso administrativo, representando en 

ambos casos las seguridades institucionales – generales o especiales – que titularizan a los 

administrados para la defensa de sus derechos. En éste sentido, se pueden presentar dos nociones: 

una clásica y otra moderna” 12: 

Clásicamente se ha dicho que el contencioso-administrativo importa la solución judicial al 

conflicto jurídico que crea el acto de la autoridad administrativa que vulnera derechos subjetivos 

o agravia intereses legítimos de algún particular o de otra autoridad administrativa, por haber 

infringido aquélla, de algún modo, la norma legal que regla su actividad y a la vez protege tales 

derechos o intereses. 

Modernamente se expresa que el proceso administrativo significa un medio para dar 

satisfacción jurídica a las pretensiones de la Administración y de los administrados afectados en 

sus derechos por el obrar público. 

12.4 MARCO CONSTITUCIONAL 

 

En el artículo 148° de la Constitución se indica que: “Las resoluciones administrativas que 

causan estado son susceptibles de impugnación mediante la acción contencioso-administrativa”. 

De esta manera en la parte correspondiente del Poder Judicial se reconoció, a nivel constitucional, 

el control jurisdiccional de los actos de la administración, por parte del Poder Judicial. 

 

 

11 “Pero atendiendo a que se “recurre” a un órgano superior, Bielsa propone denominar a este medio como “Ocurso”, ya que 
realmente el Poder Administrativo no es más ni menos que el Poder Judicial. Son jerárquicamente iguales, en función de coordinación. 
(BACACORZO, Gustavo. “Tratado de Derecho Administrativo”, pág.122) 

12 DROMI, Roberto. “Derecho Administrativo”. Gaceta Jurídica, Lima, 2005, Tomo II, pp. 531-532. 



28 
 

 

Asimismo, la Ley que regula el proceso contencioso-administrativo es la Ley N° 27584, cuyo 

Texto Único Ordenado fue dispuesto por D.L. N° 1067 y aprobado mediante Decreto Supremo N° 

013-2008-JUS, publicado el 29 de agosto de 2008, tiene en líneas generales, según Giovanni Priori, 

cuatro (4) notas caracterizadoras13: 

“El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es el eje central de su contenido.” 

“Propicia un proceso contencioso-administrativo tuitivo a favor de los particulares.” 

“Establece un proceso contencioso-administrativo de plena jurisdicción o subjetivo; pues 

predica un control jurisdiccional pleno de los actos administrativos que no se restringe a su solo 

control de legalidad, sino a un control que supone brindar una efectiva tutela a los derechos e 

intereses de los administrados.” 

“Concibe el proceso contencioso-administrativo como un proceso distinto y autónomo respecto 

del proceso civil, pues la naturaleza de los conflictos que está llamado a resolver es absolutamente 

distinta a la naturaleza de los conflictos que está llamado a resolver el proceso civil.” 

12.5 LOS FUNDAMENTOS DEL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 

El desarrollo del proceso contencioso-administrativo se encuentra íntimamente ligado a la tutela 

de principios fundamentales del ordenamiento jurídico, de ahí que los fundamentos en los que 

descansa dicho proceso son de naturaleza constitucional. En ese sentido podemos decir que el 

proceso contencioso-administrativo tiene los siguientes fundamentos: 

“El Estado Constitucional y el principio de constitucionalidad.” 

“Los derechos fundamentales.” 

“La necesidad de control de los diversos órganos del Estado.” 

“El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva.” 

 

 

13 PRIORI POSADA, Giovanni F. Op. Cit., pág. 57. 
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El Estado Constitucional y el principio de constitucionalidad 
 

“En el siglo XIX se difundió la idea del Estado de”14 (Reechtsstaat). “Dicho Estado de derecho 

surge como oposición al Estado bajo el régimen de la fuerza que no es sino el Estado absoluto 

característico del siglo XVII y también surge en oposición al Estado bajo el régimen de policía, 

es decir, el régimen del despotismo ilustrado característico del siglo XVIII”15. 

Es entonces en el siglo XIX que se difunde la noción de un Estado liberal de derecho, cuya 

concepción puede ser resumida de la siguiente manera clásica: 

“a. La supremacía de la ley sobre la Administración; 

 

b. La subordinación a la ley, y sólo a la ley, de los derechos de los ciudadanos, con exclusión, 

por tanto, de que poderes autónomos de la Administración puedan incidir sobre ellos; y, 

c. La presencia de jueces independientes con competencia exclusiva para aplicar la ley, y sólo 

la ley, a las controversias surgidas entre ciudadanos y entre éstos y la Administración del Estado”16. 

De lo anteriormente mencionado, se puede observar que el Estado de derecho concebido en el 

S.XIX es una Estado en el cual la Administración, la jurisdicción y los ciudadanos se encuentran 

sometidos a la ley, por ello, Zagrebelsky afirma que “El estado liberal de derecho es un Estado 

Legislativo que se afirmaba a sí mismo a través del principio de legalidad”17. La Ley es, pues, 

dentro de dicho Estado, el acto supremo. 

Sin embargo, en el Estado constitucional del siglo XX, tales postulados ya no se repiten, toda 

vez que la ley deja de ser el centro de gravitación en torno del cual gira la Administración, la 

jurisdicción y los ciudadanos. Durante el siglo XX se exige fuertemente la adecuación de la ley a 

la Constitución. Ante ello, “la ley, un tiempo medida exclusiva de todas las cosas en el ámbito del 

 

 

14 ZAGREBELSKY, Gustavo. “El Derecho Dúctil. Ley, derechos, justicia”. Trotta, Madrid, 1995, pág. 21. 
15 Ibídem. 
16 Ibidem 
17 Ibídem, pág. 24 
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derecho, cede así el paso a la Constitución y se convierte ella misma en objeto de medición. Es 

destronada a favor de una instancia más alta”18, surgiendo así entonces el principio de 

constitucionalidad. 

El principio de constitucionalidad es el que somete ahora a la Administración, a los jueces y a 

los ciudadanos. 

Los derechos fundamentales 

 

“Sin duda, el reconocimiento de los derechos fundamentales es uno de los fundamentos sobre 

los que reposa el proceso contencioso-administrativo”19. En efecto, "los derechos fundamentales 

son la expresión de un ordenamiento libre ya realizado, y al mismo tiempo son el presupuesto para 

que este ordenamiento se reconstituya continuamente a través del ejercicio individual de las 

libertades por parte de todos"20
 

“Para establecer la trascendencia de los derechos fundamentales en el proceso contencioso- 

administrativo debe tenerse presente que los derechos fundamentales tienen una doble naturaleza 

pues, por un lado desarrollan una función en el plano subjetivo actuando como garantías del 

individuo; y por otro, desarrollan una función en el plano objetivo asumiendo una dimensión 

institucional a partir de la cual su contenido debe estar en función de la consecución de los fines y 

valores constitucionalmente proclamados. De ahí que: Este doble carácter de los derechos 

fundamentales (...) caracteriza su esencia. Ambos aspectos, el de derecho individual y el 

institucional, forman en su conjunto el derecho fundamental. Se refuerzan recíprocamente. Los 

derechos fundamentales aparecen desde el punto de vista del titular como derechos públicos 

 

 

 

 

 

18 Ibídem, pág. 40 
19 HÄBERLE, Peter. “La libertad fundamental en el Estado constitucional”, Fondo Editorial PUCP, Lima, 1997, pp. 50-51. 
20 HÄBERLE, Peter. Op.Cit, pp. 55-56. 
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subjetivos, desde aquel de las condiciones de vida como institutos. Poseen, pues, una impronta 

personal y un sello objetivo institucional”21. 

“Con ello entonces, cualquier acto derivado del Estado que pretenda vulnerar los derechos 

fundamentales supondrá, al mismo tiempo, un acto que lesione una garantía individual y los 

fundamentos del Estado constitucional, los propios valores que inspiran a la colectividad. Sin 

perjuicio de ello, debe también tenerse en cuenta el hecho que en el ámbito del derecho 

constitucional no sólo se ubican derechos de naturaleza individual, sino también aquellos 

colectivos y difusos, lo que supone una ampliación en el ámbito de tutela que brinda el proceso 

contencioso administrativo”22. 

Finalmente podemos concluir este fundamento, citando lo que afirmara Herbert Kruger, si 

“antes los derechos fundamentales valían en el ámbito de la ley, hoy las leyes valen sólo en el 

ámbito de los derechos fundamentales”23. 

La necesidad de control de los diversos órganos del Estado 

 

“El reconocimiento de determinados derechos de los ciudadanos como fundamentales trae, 

como inmediata consecuencia, la necesidad de controlar el poder que ejerce el Estado. En ese 

sentido, la libertad de los destinatarios del poder sólo quedará garantizada cuando se controle 

debidamente el ejercicio del poder llevado a cabo por sus detentadores”24, y en eso consiste 

precisamente el fundamento de un Estado democrático constitucional. 

Un Estado constitucional supone necesariamente entonces, “un poder no sólo limitado, sino 

susceptible de ser controlado. La sola imposición de límites al poder no garantiza que éste sea 

ejercido dentro de ellos, sino que, además, se hace necesario que se creen mecanismos para 

 

21 HÁBERLE, Peter. Op. Cit., pág. 164. 
22 Ibídem. 
23 Citado por CARPIO MARCOS, Edgar. “La interpretación de los derechos fundamentales” Palestra Editores, Lima, 2004, 

pág.45. 
24 PRIORI POSADA, Giovanni F. Op. Cit., pág. 69. 
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garantizar y controlar que efectivamente el poder sea ejercido dentro de los límites que le son 

impuestos por la Constitución y la Ley a través de un control de los actos expedidos en ejercicio 

de dicho poder, anulando aquéllos que contravengan dichos límites y brindando una efectiva tutela 

a las situaciones jurídicas de los particulares que pudieran verse amenazadas o vulneradas a 

consecuencia del acto dictado excediendo los límites propios del poder”25. 

“El proceso contencioso administrativo se ofrece como el instrumento que permite el control 

interorgánico que ejerce el Poder Judicial sobre la Administración a fin de garantizar el respeto del 

principio de constitucionalidad como base del respeto de los derechos fundamentales”26. 

El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva 

 

“El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es el derecho que tiene todo sujeto de derecho de 

acceder a un órgano jurisdiccional para solicitar tutela de una situación jurídica que se alega que 

está siendo vulnerada o amenazada a través de un proceso dotado de las mínimas garantías, luego 

del cual se expedirá una resolución fundada en derecho con posibilidad de ejecución”27. Por ello, 

según la doctrina española, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva despliega sus efectos en 

tres28 momentos distintos: antes del proceso (acceso a la jurisdicción), durante el proceso (debido 

proceso) y después del proceso (efectividad de las sentencias). 

“Ahora bien, si bien es cierto el derecho constitucional a la tutela jurisdiccional efectiva es un 

derecho exigible en todo tipo de proceso, la explicación de la trascendencia del derecho a la tutela 

jurisdiccional efectiva dentro del proceso contencioso administrativo, dentro del Estado 

constitucional es evidente, toda vez que la Administración Pública se encuentra en una situación 

de privilegio, pues el propio ordenamiento constitucional consagra la posibilidad de que siendo 

 

 

25 PRIORI POSADA, Giovanni F. Op. Cit., pág. 73. 
26 Ibídem. 
27 Ibídem. 
28 PRIORI POSADA, Giovanni F. Op. Cit., pág. 71. 
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ella parte del conflicto de intereses que tiene frente a un particular, sea ella misma la que resuelva 

dicho conflicto a través de un procedimiento administrativo, al término del cual dictará un acto 

administrativo que tendrá como una de sus principales características la ejecutoriedad; es decir, la 

posibilidad de que dicho acto pueda ser ejecutado por la propia Administración frente al particular, 

sin que para ello haya sido necesario acudir a un órgano jurisdiccional”29. 

“Pero es evidente que dicha situación que se explica en función de los intereses generales que 

está llamada a cumplir la Administración, podría dar lugar a arbitrariedades; pues el ejercicio de 

dicha función puede no ser ejercida con arreglo a la Constitución y a la ley (es decir, burlando el 

principio de constitucionalidad) lo que puede suponer la vulneración de derechos e intereses 

legítimos de los particulares. Es por ello que surge la necesidad de que el Estado garantice a los 

particulares el acceder a los órganos jurisdiccionales para que, dentro de un proceso en el cual se 

respeten las garantías mínimas (entre las cuales se encuentran la que la resolución sea dictada por 

un tercero imparcial predeterminado por la ley), pueda lograr una efectiva tutela de sus derechos e 

intereses ante una actuación administrativa que no se halla conforme a Derecho”30. 

“Pero nótese que el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva supone una posibilidad de tutela 

jurisdiccional generalizada de los derechos e intereses legítimos de los particulares frente a los 

actos administrativos. Por ello, un sistema de contencioso administrativo de ‘plena jurisdicción’ 

es sin duda el sistema que más se adecúa al derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y a las 

exigencias de un Estado constitucional”31. 

De esta manera, el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva procura garantizar que los 

ciudadanos puedan contar con una efectiva tutela de los derechos e intereses de los cuales son 

 

 
 

29 Ibídem 
30 Ibídem 
31 Ibídem 
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titulares, lo que, en el proceso contencioso-administrativo ha sido establecido como la finalidad 

del mismo en el Artículo 1° de la Ley N° 27584 – Ley del Proceso Contencioso Administrativo32. 

12.6 PRINCIPIOS DEL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 

El Artículo 2° del TUO de la Ley N° 27584 que regula el proceso contencioso administrativo 

ha señalado los principios propios de este proceso: 

Principio de Integración 

 

Este principio entraña el aforismo latino "Iura Novit Curia" que significa "el Juez conoce el 

Derecho", lo cual guarda concordancia con lo establecido en el artículo VII del Código Procesal 

Civil, referente al Juez y Derecho, que a la letra dice: 

“El juez debe aplicar el derecho que corresponda al proceso, aunque no haya sido invocado 

por las partes o lo haya sido erróneamente. Sin embargo, no puede ir más allá del petitorio ni 

fundar su decisión en hechos diversos de los que han sido alegados por las partes". 

Al respecto, Monroy Gálvez señala que: 

 

"El principio en examen concede al Juez la posibilidad de cubrir los vacíos o defectos en la 

norma procesal, es decir, las lagunas o contradicciones sobre la base de ciertos recursos 

metodológicos y aun orden establecidos entre estos"33. 

Es así que, una de las expresiones del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es el hecho de 

que los órganos jurisdiccionales, no pueden dejar de resolver el conflicto de intereses o la 

incertidumbre jurídica que le ha sido sometida a su conocimiento alegando que no existe una 

disposición normativa que la regule. Siendo ello así, el Juez tiene la obligación de dar una solución 

 

 
 

32 Ley N° 27584 – Ley del Proceso Contencioso Administrativo 
Artículo 1° 
“La acción contencioso administrativa contenida en el Artículo 148° de la Constitución Política tiene por finalidad el control 

jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones de la Administración Pública sujetas al derecho administrativo y la efectiv a tutela 
de los derechos e intereses de los administrados” 

33 MONROY GÁLVEZ, Juan. “Teoría General del Proceso”. Tercera Edición, Comunitas, Lima, 2009, pág. 213. 
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al conflicto que le ha sido propuesto, aun cuando no exista una disposición normativa, para lo cual 

deberá acudir a los principios del derecho ya que, conforme ha sido expuesto, una de las funciones 

de los principios es precisamente la integradora. 

En ese sentido, el principio de integración del proceso contencioso administrativo es una 

derivación de la obligación que tiene el órgano jurisdiccional de pronunciarse sobre el fondo de la 

controversia aún en aquellos casos en los cuales no exista norma jurídica aplicable al conflicto de 

intereses propuesto ante el órgano jurisdiccional. En tal virtud, en la medida que el conflicto de 

intereses sometido al órgano jurisdiccional es uno de naturaleza administrativa, es evidente que, 

ante la ausencia de normas de derecho administrativo, deben aplicarse los principios generales del 

derecho administrativo, algunos de los cuales se encuentran establecidos en el artículo IV del 

Título Preliminar de la Ley de Procedimiento Administrativo General34. 

Principio de Igualdad Procesal 

 

“Si bien el principio de igualdad es un principio que rige a todos los procesos en general, la Ley 

ha querido regular de manera expresa dicho principio para el caso del proceso contencioso 

administrativo, pues es el proceso contencioso administrativo uno de los escenarios donde la 

desigualdad procesal se hace más evidente. En la regulación del proceso contencioso 

administrativo en el que la igualdad se ve más comprometida. Los privilegios de la Administración 

radican tanto en el proceso ya iniciado cuanto en el acceso al mismo. La técnica de la autotutela 

convierte al ciudadano siempre en el demandante, recayendo sobre él las cargas de alegar y probar, 

mientras que la Administración asume privilegios de muy dudosa constitucionalidad”35. 

 

 
 

34 Articulo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444, se ha contemplado los siguientes principios: 
Principios de Legalidad. Principio de Debido procedimiento. Principio de Impulso de Oficio. Principio de Razonabilid ad. Principio 

de Imparcialidad. Principio de Informalismos. Principio de Presunción de Veracidad. Principio de Conducta Procedimental. Prin cipio 
de Celeridad. Principio de Eficacia. Principio de Verdad material. Principio de Participación. Principio de Simplicidad. Principio de 
Uniformidad. Principio de Predictibilidad. Principio de Privilegio de Controles Posteriores. 

35 MONTERO AROCA, Juan. “Introducción al derecho Jurisdiccional peruano”, Enmarce, Lima, 1999, pág. 221. 
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“Y ése era precisamente el panorama que se observaba en el régimen del proceso contencioso 

administrativo peruano, el cual tenía diversas regulaciones especiales, cada una de las cuales 

preveía un privilegio especial para la entidad administrativa cuya actuación sería objeto del 

proceso. Baste pensar solamente como ejemplo en el proceso contencioso administrativo 

tributario, el mismo que estaba diseñado sobre la base de dar privilegios a la entidad administrativa 

tributaria, los cuales eran ajenos a un Estado constitucional, y que evidentemente se comprendían 

sólo en un régimen apartado de los principios constitucionales y democráticos, como el que hemos 

vivido recientemente. El diseño de un proceso contencioso administrativo donde se establecían 

barreras al acceso a la jurisdicción, con mínimas garantías de defensa para las partes, y donde, 

además, la ejecución de las sentencias contra el Estado era un sueño inalcanzable, es a todas luces 

ajeno a un Estado constitucional y es frontalmente contrario a principios fundamentales como el 

derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Ese fue, en algunos casos, el diseño del proceso 

contencioso administrativo en el Perú”36. 

Por la razón antes expuesta, la Ley ha querido eliminar todos los privilegios de la 

Administración (y, en consecuencia, derogar toda la legislación especial), dando especial 

relevancia a los principios y derechos constitucionales, y pensando en la efectiva tutela de las 

situaciones jurídicas de los administrados37. La reforma establecida en la Ley apuesta por una 

equiparación de las partes en el proceso pues resultaba a todas luces absurdo que el particular que 

se encuentra en una situación de subordinación frente a la Administración, tenga que seguir 

aceptando dicha subordinación dentro del proceso judicial. Por eso la reforma conforme al 

principio de igualdad era "especialmente importante en el proceso contencioso administrativo en 

 

36 Ibídem. 
37 PRIORI POSADA, Giovanni F. Op. Cit., pág.107 
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el que, además de la desigualdad inicial entre las partes, el proceso está regulado para favorecer a 

la Administración demandada"38. 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, el principio de igualdad es recogido en la Ley 

en dos sentidos. El primero de ellos es de una vez por todas ponerle fin a todos los privilegios 

procesales que tenía el Estado, lo que ya fuera declarado por la Sétima Disposición Final del 

Código Procesal Civil. El segundo sentido del principio de igualdad parte de la constatación que 

el particular no se encuentra en el ámbito de la realidad y jurídico en una situación de igualdad 

frente al Estado. 

Por tanto, el principio de igualdad en materia del proceso contencioso administrativo es 

evidentemente una manifestación del principio de igualdad que inspira todo el sistema 

democrático, sin embargo, dicho principio de igualdad no puede ser enunciado desde un punto de 

vista eminentemente formal, pues es evidente que en la situación de conflicto que ha precedido al 

proceso contencioso administrativo las partes de él no se encontraban en una situación de igualdad: 

es evidente que dentro de un procedimiento administrativo los particulares y la Administración no 

se encuentran en una igual posición, pues es claro que en él la Administración se encuentra en 

ejercicio de sus prerrogativas administrativas, lo que se manifiesta con el recurso a la autotutela. 

“Por ello, el enunciado del principio de igualdad establecido en la Ley que pareciera suponer la 

adopción de una igualdad formal, en realidad debe ser entendida teniendo en consideración la real 

situación de las partes en el conflicto de intereses. y esa situación no es una situación de igualdad, 

pues la Administración tiene, en dicha relación, una serie de privilegios que no puede trasladar al 

proceso. El proceso debe ser el instrumento que equipare a las partes, un instrumento ‘igualador’; 

y ello no se logra concibiendo a las dos partes del mismo como exactamente iguales, sino 

 

 

38 MONTERO AROCA, Juan. Op. Cit., pág. 225. 
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procurando en el proceso que las partes que en realidad no son iguales, lo sean. Es por ello que las 

normas que regulan el proceso contencioso administrativo son normas que deben ser interpretadas 

siempre de manera más favorable al administrado, pues con dicho criterio interpretativo se logra 

de alguna manera equiparar a las partes debido a la real situación en la que se encuentran en la 

situación de conflicto”39. 

Principio de Favorecimiento del Proceso 

 

“Este principio parte de concebir que el proceso es un instrumento que concede el ordenamiento 

jurídico para resolver conflictos de intereses a través de la aplicación del derecho objetivo al caso 

concreto. Con ello, el proceso es un instrumento por medio del cual se brinda una efectiva tutela a 

las diversas situaciones jurídicas de las cuales son titulares los ciudadanos”40. 

“Dicha concepción tiene en su base el reconocimiento del derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva, una de cuyas manifestaciones es el derecho al acceso a la jurisdicción. De esta forma, lo 

que se quiere es privilegiar el derecho constitucional al acceso a la jurisdicción antes que cualquier 

exigencia formal o cualquier otro tipo de barrera que impida o restrinja dicho acceso. Si el proceso 

es un medio para poder hacer efectivos los derechos, cualquier acto que suponga una restricción a 

su acceso es un acto que supone una afectación no sólo al derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, 

sino además a los derechos cuya tutela se pretenden reclamar”41
 

“De ahí la trascendencia y rol preponderante que cumple el derecho de acceso a la jurisdicción 

dentro de un Estado constitucional. El derecho a un acceso efectivo se reconoce cada vez más 

como un derecho de importancia primordial entre los nuevos derechos individuales y sociales, ya 

que la posesión de derechos carece de sentido si no existen mecanismos para su aplicación efectiva. 

 

 

39 PRIORI POSADA, Giovanni F. Op. Cit., pág. 108. 
40 CAPELLETI, Mauro y GARTH, Bryant. “El acceso a la justicia. La tendencia en el movimiento mundial para hacer efectivos 

los derechos”, Fondo de Cultura Económica, México, 1996, pp. 9 -10. 
41 CAPELLETI, Mauro y GARTH, Bryant. p 11. 
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El acceso efectivo a la justicia se puede considerar, entonces, como el requisito más básico - el 

'derecho humano' más fundamental- en un sistema legal igualitario moderno, que pretenda 

garantizar y no solamente proclamar los derechos de todos"42. 

“Por esas consideraciones, cuando el Juez realiza el juicio de procedencia inicial de la demanda, 

debe, siempre que tenga duda entre darle trámite o no a la demanda, optar por darle trámite; lo que 

se manifiesta especialmente en aquellos casos en los que no se pueda establecer con precisión 

desde el inicio del proceso el cumplimiento de algunos requisitos de procedencia, como el 

agotamiento de la vía administrativa. Ello tiene como consecuencia, además que, en caso el Juez, 

considere que existe algún requisito que de forma desproporcionada imponga una barrera al acceso 

a la jurisdicción, debe, haciendo uso del control difuso, inaplicar la norma legal que impone dicho 

requisito por infringir el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva”43. 

“Ahora bien, no debe entenderse que con dicho principio se está estableciendo que los requisitos 

procesales no resultan trascendentes o que no deben ser cumplidos, sino  que única y 

exclusivamente se está estableciendo un criterio interpretativo en caso el Juez, al momento de 

admitir la demanda, encuentre duda sobre si se ha cumplido o no con un requisito procesal. En 

esos casos el Juez deberá, atendiendo al derecho constitucional de acceso a la jurisdicción, preferir 

darle trámite al proceso, sin perjuicio que en un momento posterior pueda declarar, esta vez ya con 

certeza, que efectivamente no se había cumplido con un requisito de procedencia, lo que podrá 

hacer incluso antes de dictar sentencia, a través de una sentencia inhibitoria”44. 

Principio de Suplencia de Oficio 
 

 

 

 
 

42 CAPELLETI, Mauro y GARTH, Bryant. “El acceso a la justicia. La tendencia en el movimiento mundial para hacer efectivos 
los derechos”, Fondo de Cultura Económica, México, 1996, pp. 12 -13. 

43 MONZON VALENCIA, Loretta. “Comentario exegético a la ley que regula el proceso contencioso Administrativo”, Ediciones 
Legales, Lima, 2011, pp. 54 -55. 

44 Ibídem 
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“El principio de la suplencia de oficio permite que el Juez pueda, de oficio, corregir, en la 

medida que esté a su alcance, cualquier defecto procesal que advierta en el proceso, sin tener que 

esperar que lo haga la parte. Dicho principio tiene dos fundamentos: el primero es la concepción 

del Juez como director del proceso, y el segundo el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. De 

esta forma, con la finalidad de evitar que el proceso concluya o se dilate por una deficiencia formal, 

se establece como deber del Juez que supla cualquier deficiencia en la que puedan haber incurrido 

las partes, con lo cual el Juez debe asumir un rol mucho más activo dentro del proceso, y en 

particular, un compromiso para velar que el proceso cumpla con su finalidad procurando que éste 

no se vea entorpecido por cualquier deficiencia de tipo formal. Es por ello que el Juez deberá suplir 

las deficiencias salvo, claro está, que dicha deficiencia no pueda ser suplida por el Juez, en cuyo 

caso, siempre que la deficiencia sea subsanable, deberá conceder un plazo a las partes para la 

subsanación”45. 

12.7 OBJETO DEL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

El objeto del proceso. 

“El proceso es un instrumento dado por el ordenamiento jurídico con la finalidad de resolver 

un conflicto de intereses o de eliminar una incertidumbre jurídica a través de la aplicación del 

derecho objetivo al caso concreto. Siempre, pues, el proceso versará sobre el algo distinto a sí 

mismo, y eso distinto es la controversia propuesta por las partes del conflicto”46. 

“El tema que se plantea es la de establecer cuál es el objeto del proceso, o en qué consiste ese 

objeto; lo que trae importantísimas consecuencias prácticas; pues de él dependerá 

 

 

 

 

 

 

45 ASENCIO MELLADO, José María. “Derecho procesal civil”, Parte I, Tirant lo Blanch, Valencia, 1997, pág. 106. 
46 Ibídem. 
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fundamentalmente trascendentales institutos como la litispendencia y la cosa juzgada; así como 

los límites respecto de los cuales el Juez deberá resolver”47. 

La pretensión como objeto del proceso. 

 

“Ahora bien, la situación de conflicto de intereses supone que el sujeto que alega ser titular del 

interés tutelado jurídicamente formule una exigencia al otro sujeto a fin de subordinar el interés 

ajeno al suyo. Esta exigencia que se hace en el plano de la realidad es lo que se conoce como 

pretensión material”48. 

“Cuando la pretensión material se formula frente al otro sujeto (en el caso del proceso 

contencioso administrativo, contra la Administración) pueden ocurrir cualquiera de las siguientes 

posibilidades: 

(i) Que el sujeto contra el que se formula la pretensión acepte la exigencia formulada contra él, 

y en consecuencia subordine su interés a la del otro. En este caso desaparece la situación de 

conflicto, pues el Derecho ha sido actuado de forma espontánea. En el ámbito administrativo, ello 

se da cuando la pretensión del particular se ve satisfecha dentro del propio ámbito administrativo; 

si se quiere, cuando luego del procedimiento administrativo se ha dictado un acto administrativo 

que satisface el interés del particular. 

(ii) Que el sujeto contra el que se formula la pretensión se resista a la exigencia formulada contra 

él, y en consecuencia se mantenga la situación de conflicto, el mismo que deberá ser resuelto a través 

de órganos jurisdiccionales, pues se hace necesario que se actúe el derecho objetivo. En este caso, 

estamos ante la hipótesis en la cual la Administración ha realizado una actuación que lesiona un 

interés del particular. 

 

 

 
 

47 Ibídem. 
48 Ibídem. 
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En este último caso, debido a que el sujeto pasivo de la pretensión no la ha satisfecho 

espontáneamente, se hace necesario que su titular acuda al órgano jurisdiccional en ejercicio del 

derecho de acción, a fin de formular ante dicho órgano jurisdiccional la exigencia contra el 

demandado. Esa exigencia formulada es lo que se denomina pretensión procesal”49. 

La pretensión procesal será entonces "la petición de una determinada consecuencia jurídica 

dirigida al órgano jurisdiccional frente a otra persona, fundamentada en unos hechos de la vida 

que se afirman coincidentes con el supuesto de hecho de una norma jurídica de la cual se hace 

derivar la consecuencia pretendida"50. 

“Ya dentro del proceso mismo el demandado puede oponer resistencia a la pretensión que es 

formulada en el proceso contra él. Sin embargo, ello no supone que el objeto del proceso se amplíe, 

pues toda la resistencia formulada por el demandado se plantea teniendo en consideración la 

pretensión planteada contra él; es decir gira sobre ella. Lo que sí es cierto es que la resistencia será 

resuelta por el Juez, pero siempre en función de la pretensión que ha sido planteada. Sólo se 

ampliaría el objeto del proceso en aquellos casos en los cuales el demandado plantee una 

reconvención (formulando con ello, en ejercicio de su derecho de acción, una pretensión contra el 

demandante), lo que no es posible en el proceso contencioso administrativo por la naturaleza de 

las pretensiones que pueden ser planteadas en dicho proceso”51. 

Los elementos de la pretensión establecidos por la doctrina son fundamentalmente dos: el 

 

petitum y la causa petendi. 

 

Las actuaciones administrativas impugnables. 
 

 

 

 

 

 
49 ASENCIO MELLADO, José María. “Derecho procesal civil”, Parte I, Tirant lo Blanch, Valencia, 1997, pág. 107. 
50ASENCIO MELLADO, José María (1997), pág. 109. 
51 Ibídem. 
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“La pretensión en el proceso contencioso administrativo tiene como base una actuación de la 

Administración sujeta al derecho administrativo. De esta forma, el sujeto demandante acude al 

órgano jurisdiccional solicitando tutela jurídica frente a la Administración, quien ha realizado una 

actuación o ha omitido hacerla, siempre que la actuación o el deber de cumplimiento no ejecutado 

sean sujetos al derecho administrativo, es decir, supongan el ejercicio de la función 

administrativa.” 

“Es por ello que la demanda contencioso administrativa sólo procede cuando se pretenda algo 

contra la Administración, y siempre que el sustento de dicho pedido se base en una actuación que 

haya realizado la Administración en ejercicio de una prerrogativa regulada por el derecho 

administrativo. Con lo cual la sola actuación de la Administración no es impugnable por la vía del 

proceso contencioso administrativo, sino que se hace necesario que dicha actuación se encuentre 

regida por el derecho administrativo. De ello se desprende que ante una actuación de la 

Administración que se sustente en normas de diversa naturaleza, como el derecho civil, no pueda 

plantearse un proceso contencioso administrativo”52. 

“Por ello, en la Ley se ha querido establecer cuáles son las actuaciones administrativas 

impugnables, entre las que se encuentran: 

Los actos administrativos y cualquier otra declaración administrativa. 

 

El silencio administrativo, la inercia y cualquier otra omisión de la Administración Pública. 

La actuación material que no se sustenta en acto administrativa.” 53
 

Las pretensiones en el proceso contencioso administrativo. 

 

“El estudio de las pretensiones en el proceso contencioso administrativo es muy importante, 

pues el estudio de las mismas determina el tipo de proceso que el legislador ha querido diseñar, y 

 

52 Ibídem. 
53 Ver Artículo 4° del TUO de la Ley N° 27584 – Ley Proceso Contencioso Administrativo. 
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con ello los alcances de la tutela jurisdiccional que dicho proceso brinda en nuestro ordenamiento 

jurídico”54. 

“En ese sentido, la trascendencia del estudio de las pretensiones en el proceso contencioso 

administrativo se debe a que el proceso contencioso administrativo ha sufrido un importantísimo 

desarrollo en su concepción, pues se ha pasado de un proceso en el cual sólo era posible que el 

órgano jurisdiccional realice una revisión de legalidad del acto, como expresión del sistema francés 

de 'exceso de poder', a un proceso contencioso administrativo que brinda una efectiva tutela a las 

situaciones jurídicas de los justiciables, es decir, una real y efectiva tutela, la misma que va mucho 

más allá del solo control de legalidad del acto administrativo”55. 

Ante ello, la doctrina procesal administrativa afirma que se pueden plantear fundamentalmente 

dos tipos de pretensiones: 

Pretensión de anulación o de nulidad. 

 

“La pretensión de anulación o recurso por exceso de poder fue creada en Francia por obra 

exclusiva del Consejo de Estado. A través de esta pretensión, el particular acude al órgano 

jurisdiccional con la finalidad de que éste realice un control de legalidad de una actuación 

administrativa, con la particularidad que la competencia del órgano jurisdiccional se limitará a 

realizar una declaración de nulidad de la actuación administrativa impugnada. Es por ello que en 

este caso nos encontramos ante una pretensión meramente declarativa”56. “En ese sentido, el actor 

afirma simplemente que un determinado acto administrativo es ilegal (...), que infringe una norma 

superior de derecho a fin de que la jurisdicción declare su nulidad, de forma tal que lo que el 

 

 
 

54 MORA OSEJO, Humberto. “La acción en el proceso administrativo”, en AA.VV., Derecho Procesal Administrativo, Ediciones 

Rosaristas, Bogotá, 1980, pág. 117. 
 

55 MORA OSEJO, Humberto. “La acción en el proceso administrativo”, en AA.VV., Derecho Procesal Administrativo, Ediciones 
Rosaristas, Bogotá, 1980, pág. 118 

56 MORA OSEJO, Humberto (1980), pág. 120. 
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demandante pretende es que se declare que un acto administrativo carece de valor jurídico, por ser 

contrario a normas de superior jerarquía"57. 

Pretensión de plena jurisdicción 

 

La pretensión de plena jurisdicción es un reconocimiento, a nivel del proceso contencioso 

administrativo, del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, pues a través de ella el particular 

puede obtener un pronunciamiento jurisdiccional que de manera real y eficaz le proporcione una 

tutela a las situaciones jurídicas de las cuales es titular. 

De esta forma, a diferencia de la pretensión de anulación, "la llamada pretensión de plena 

jurisdicción consiste en que, mediante demanda, una persona afirma tener derecho a tutela 

jurídica, respecto de una entidad de Derecho Público, para que le reconozca, restituya o 

indemnice un derecho civil o administrativo, conculcado o desconocido por acto, hecho, omisión, 

operación administrativa y aún la llamada vía de hecho"58. 

12.8 EL PROCESO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y SUS DIFERENCIAS CON EL 

PROCESO CIVIL 

Según Roberto Dromi, “la diferencia entre los modelos procesales, administrativos y civiles está 

dada por la necesidad de articular distintas técnicas o instrumentos para dirimir diferentes 

conflictos jurídicos. Mientras que en el proceso administrativo una de las partes es una entidad 

pública (estatal o no estatal), en el civil las partes serán siempre serán personas privadas. Además, 

en el proceso civil la cuestionada es la actividad privada, pues en el fondo, en un caso está en juego 

la justicia distributiva, y en el otro está en juego la justicia conmutativa, respondiendo a la diversa 

naturaleza relacional, pública y privada, social e individual, de distribución o de conmutación de 

 

 

 
 

57 Ibídem. 
58 Ibídem. 
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poderes, respectivamente. En suma, siendo parte procesal el Estado, el proceso debería – en buen 

principio – ser siempre administrativo (contencioso administrativo para nuestro caso)” 59. 

“En efecto, la naturaleza de los conflictos que son materia del proceso contencioso 

administrativo es sustancialmente distinta a la naturaleza de los conflictos que son materia de un 

proceso civil. Para poder comprender dicha diferencia han sido elaboradas fundamentalmente dos 

teorías, las cuales son complementarias entre sí: 

- La teoría de la sujeción o subordinación. Conforme a dicha teoría, mientras en los conflictos 

de derecho administrativo existe una desigualdad natural pues uno de los sujetos del conflicto es 

el Estado quien actúa en ejercicio de una función estatal como es la administrativa (en ocasión de 

cuyo ejercicio precisamente ha surgido el conflicto de intereses o la incertidumbre jurídica que se 

quiere resolver) lo que determina una relación de subordinación entre los sujetos del conflicto; en 

los conflictos de derecho civil los particulares involucrados se encuentran en un plano de igualdad 

jurídica, pues no existe relación de subordinación pública entre ellos. 

- La teoría del sujeto. Conforme a dicha teoría, dentro de un conflicto de naturaleza 

administrativa, la actividad de uno de los sujetos del conflicto se sujeta a una norma que no obliga 

o faculta a cualquier persona, sino necesariamente a un sujeto, que es portador de la autoridad 

soberana (la Administración). En los conflictos de naturaleza civil, en cambio, éstos surgen en 

virtud de actividades que pueden ser realizadas por cualquiera” 60. 

“Siendo que la naturaleza de los conflictos civiles y administrativos es sustancialmente distinta, 

las reglas y principios que rigen los procesos civiles y administrativos también son sustancialmente 

diferentes. Las diferencias entre el proceso contencioso administrativo y el proceso civil son las 

siguientes: 

 

59 DROMI, Roberto. Op. Cit., pág.534 
60 LEIBLE, Stefan. “Proceso civil alemán” citado por PRIORI POSADA, Giovanni F. Op. Cit., pp. 96-97. 
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1. Dentro del conflicto que da origen al proceso contencioso administrativo interviene la 

Administración Pública en uso de las prerrogativas propias del derecho administrativo. 

2. En el proceso contencioso administrativo interviene la Administración Pública frente a una 

pretensión planteada contra o por ella basada en una actuación sustentada en el derecho 

administrativo. 

3. Antes del inicio del proceso contencioso administrativo ha existido un intento legítimo por 

resolver un determinado asunto a través de la autotutela” 61. 

“Siendo que el proceso contencioso administrativo tiene una naturaleza distinta a la del proceso 

civil, sólo podrán aplicarse los principios de éste, en la medida que la pretendida aplicación de 

dichos principios no suponga desvirtuar la especial naturaleza que tiene el proceso contencioso 

administrativo”62. “Es por ello que, si bien el proceso contencioso administrativo debe ser objeto 

de estudio del derecho procesal, su especificidad respecto al proceso civil determina que su 

regulación y conducción no deban seguir los mismos lineamientos que el proceso civil, lo que ha 

determinado el surgimiento de una nueva rama del derecho procesal, esto es, el derecho procesal 

administrativo”63. 

13. SÍNTESIS ANALÍTICA DEL TRÁMITE PROCESAL 

 

El demandante, señor JOSE CARTAGENA CARTAGENA, interpuso demanda contenciosa 

administrativa, contra la UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA LOCAL CUSCO (UGEL), 

representada por su Director con citación del Procurador Público del Gobierno Regional del Cusco 

(GORE de Cusco), formulando las siguientes pretensiones: 

Pretensión principal: 
 

 

 

 

61 Ibídem 
62 CERVANTES ANAYA, Dante. “Manual de derecho administrativo”, Editorial Rhodas, Arequipa, 2009, pág. 694. 
63 Ibídem, pág. 98. 
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“Recalculo y pago de adeudos (reembolso) bonificación diferencial equivalente al 30% de su 

remuneración integra o total, conforme lo dispone el artículo 48, tercer párrafo64, de la Ley del 

Profesorado N° 24029, modificada por Ley N° 25212 y el artículo 211 de su Reglamento (primer 

párrafo), a partir del 1 de marzo de 2004 al 24 de noviembre de 2012.” 

Pretensión accesoria: 

 

Pago de intereses de acuerdo a Ley. 

 

Posteriormente, admitida y contestada la demanda por parte de las citadas entidades, el Segundo 

Juzgado Especializado declaró FUNDADO EN PARTE la demanda, señalando que “se debía 

pagar a la parte demandante los adeudos generados por diferencia existente entre los conceptos de 

la bonificación diferencial por zona diferenciada calculada en base al 10% de su 

REMUNERACIÓN TOTAL INTEGRA, deduciendo parcialmente un 10 % en base a la 

remuneración total permanente, desde el 1 de marzo del 2004 al 24 de noviembre de 2012, más los 

intereses legales”. 

Interpuesta la apelación por parte de la UGEL y el GORE de Cusco, la Segunda Sala 

Especializada Laboral REVOCÓ la sentencia de primera instancia, en el extremo que declara 

FUNDADA EN PARTE y REFORMÁNDOLA declararon INFUNDADA la pretensión de pago 

de la bonificación diferencial en base al 30% de la remuneración total. 

 

 

 

 
 

64 LEY Nº 24029 
“Artículo 48.- El profesor tiene derecho a percibir una bonificación especial mensual por preparación de clases y evaluación 

equivalente al 30% de su remuneración total. 

El Personal Directivo y Jerárquico, así como el Personal Docente de la Administración de Educación, así como el Personal 
Docente de Educación Superior incluidos en la presente ley, perciben, además, una bonificación adicional por el desempeño del 
cargo y por la preparación de documentos de gestión equivalente al 5% de su remuneración total. 

El profesor que presta servicios en: zona de frontera, Selva, zona rural, altura excepcional, zona de me nor desarrollo 
relativo y emergencia tiene derecho a percibir una bonificación por zona diferenciada del 10% de su remuneración 
permanente por cada uno de los conceptos señalados hasta un máximo de tres". (Resaltado agregado) 
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Ante ello, el señor JOSE CARTAGENA CARTAGENA interpuso recurso extraordinario de 

CASACIÓN contra la resolución de Segunda Instancia, recurso que fue declarado 

IMPROCEDENTE, por considerar la Primera Sala de Derecho Constitucional y Social Transitoria 

que “el demandante pretende que se efectúe la revaloración de los medios de prueba, como si se 

tratara de una tercera instancia del proceso”. 
 

14. OPINIÓN ANALITICA DEL TRATAMIENTO DEL ASUNTO SUBMATERIA 

 

Si bien “la acción contencioso administrativo prevista en el Artículo 148 de la Constitución 

Política tiene por finalidad el control jurídico por el Poder Judicial de las actuaciones de la 

administración pública sujetas al derecho administrativo y la efectiva tutela de los derechos e 

intereses de los administrados”, también el juez está sujeto a determinados principios procesales y 

constitucionales que permiten interpretar las normas, dentro del marco legal establecido por el 

legislador. 

En el caso en concreto, observamos que el señor JOSE CARTAGENA CARTAGENA, 

interpuso demanda contenciosa administrativa, “contra la UNIDAD DE GESTIÓN EDUCATIVA 

LOCAL CUSCO (UGEL), representada por su Director con citación del Procurador Público del 

Gobierno Regional del Cusco (GORE de Cusco), formulando como pretensión principal el 

Recalculo y pago de adeudos (reembolso) bonificación diferencial equivalente al 30% de su 

remuneración integra o total, conforme lo dispone el artículo 48, tercer párrafo65, de la Ley del 

Profesorado N° 24029, a partir del 1 de marzo de 2004 al 24 de noviembre de 2012”. 

 

65 LEY Nº 24029 
“Artículo 48.- El profesor tiene derecho a percibir una bonificación especial mensual por preparación de clases y evaluación 

equivalente al 30% de su remuneración total. 

El Personal Directivo y Jerárquico, así como el Personal Docente de la Administración de Educación, así como el Personal 
Docente de Educación Superior incluidos en la presente ley, perciben, además, una bonificación adicional por el desempeño del 
cargo y por la preparación de documentos de gestión equivalente al 5% de su remuneración total. 

El profesor que presta servicios en: zona de frontera, Selva, zona rural, altura excepcional, zona de menor desarrollo 
relativo y emergencia tiene derecho a percibir una bonificación por zona diferenciada del 10% de su remuneración 
permanente por cada uno de los conceptos señalados hasta un máximo de tres".(Resaltado agregado) 
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Por tanto, el punto de controversia se centra en determinar qué se entiende por “remuneración 

permanente” y si efectivamente la bonificación por zona diferenciada señalada en el tercer párrafo 

del artículo 48 de la Ley N° 24029, debe ser calculada conforme lo establecido en el artículo 10 

del Decreto Supremo N° 051-91-PCM66, es decir, en función a las “remuneración total 

permanente” (postura asumida la parte demandada, mientras que el demandante, señala que dicho 

beneficio debe ser calculado en función a la “remuneración total o íntegra”. 

Ahora bien, el artículo 48 de la Ley N° 24029 señala textualmente que: 

 

“El profesor tiene derecho a percibir una bonificación especial mensual por preparación de 
 

clases y evaluación equivalente al 30% de su remuneración total. 
 

El Personal Directivo y Jerárquico, así como el Personal Docente de la Administración de 

Educación, así como el Personal Docente de Educación Superior incluidos en la presente ley, 

perciben, además, una bonificación adicional por el desempeño del cargo y por la preparación 

de documentos de gestión equivalente al 5% de su remuneración total.” 
 

“El profesor que presta servicios en: zona de frontera, Selva, zona rural, altura excepcional, 

zona  de menor desarrollo  relativo y emergencia  tiene derecho  a  percibir una bonificación por 

zona  diferenciada  del  10%  de su  remuneración  permanente  por cada  uno  de los  conceptos 
 

señalados hasta un máximo de tres". (Resaltado agregado). 

 

De este modo, se observa que el legislador, hizo una diferenciación entre estos tres (3) tipos de 

bonificaciones, la  bonificación por preparación de clases  y desempeño, estableció su cálculo  en 

función  de   la   remuneración  total;  sin   embargo,   con  respecto   a  la   bonificación  por zona 
 

diferenciada, estableció su cálculo en función a la remuneración permanente. 
 

 

 

 

 

66 La cual señala “Artículo 10º.- Precisase que lo dispuesto en el Artículo 48 de la Ley del Profesorado Nº 24029, modificada por 
Ley Nº 25212, se aplica sobre la Remuneración Total Permanente establecida en el presente Decreto Supremo.” 
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Asimismo, se tiene que el artículo 10 del Decreto Supremo N° 051-91-PCM precisó el artículo 

48 de la siguiente forma: 

“Precisase que lo dispuesto en el Artículo 48 de la Ley del Profesorado Nº 24029, modificada 
 

por Ley Nº 25212, se aplica sobre la Remuneración Total Permanente establecida en el presente 
 

Decreto Supremo.” (Resaltado agregado). 

 

En tal sentido, se advierte que existe una contradicción con respecto a lo establecido en la Ley 

N° 24029 (artículo 48) y lo señalado en el Decreto Supremo N° 051-91-PCM (artículo 10), lo que 

ha traído como consecuencia que el Tribunal Constitucional, los órganos jurisdiccionales y aun las 

autoridades administrativas (como SERVIR y algunos gobiernos regionales) se pronuncien al 

respecto; corrigiendo e interpretando de manera sistemática dicha normativa. 

En mi opinión, las bonificaciones señaladas en los dos primeros párrafos del artículo 48 de la 

Ley N 24029, deben ser calculadas en función a la remuneración total o íntegra, pues el D.S. 051- 

91-PCM, no puede tener mayor jerarquía un dispositivo con rango de Ley, menos aun cuando se 

observa que dicha precisión de alguna manera significa un perjuicio al trabajador, con relación a 

la original normativa. Sin embargo, con respecto a la bonificación por zona diferenciada, estoy de 

acuerdo con lo señalado por la Segunda Sala Especializada Laboral, pues el legislador quiso 

diferenciar   esta  bonificación  de  las   otras,  señalando   su   cálculo   sobre  una  remuneración 

permanente, lo cual fue precisado posteriormente por el Decreto Supremo N° 051-91-PCM.  Ello 
 

no significa que se aplique retroactivamente dicha norma. 

 

Además, SERVIR y los diversos pronunciamientos jurisdiccionales, han señalado que la 

bonificación por zona diferenciada, se debe calcular en función de la remuneración total 

permanente, pues como lo señaló la Corte Suprema en la CAS. 1074-2010-AREQUIPA (precedente 

vinculante), la interpretación en el caso que se tome la remuneración total en el 
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régimen del Decreto Legislativo 276 “(…) sólo será aplicable a aquellos casos en los que no exista 
 

disposición expresa que regule la forma de cálculo de las bonificaciones mencionadas y no así en 
 

 aquellas en las que de manera taxativa la norma regula tal situación” (Resaltado agregado), 
 

supuesto que no sucede en el presente caso. 

 

Por otro lado, en mi opinión conforme al principio de corrección funcional, el juez no podría 

interpretar una norma que establece taxativamente un supuesto y desvirtuarla atribuyéndose 

funciones y competencias que el Constituyente no le ha dado como legislador. Cabe señalar que, 

el artículo 48° de la citada Ley, expresa taxativamente la forma de calcular la bonificación en base 

a la remuneración permanente, Además, se debe tomar en consideración que se trata de una 

normativa especial, y que, en otros casos, como, por ejemplo, en el sector salud, la aplicación de 

las bonificaciones diferenciales, se calculan sobre la remuneración total y no sobre la remuneración 

permanente, como es el caso de la ley del profesorado. 

Finalmente, debo señalar que si bien el Segundo Juzgado Especializado, efectuó la revisión de 

los requisitos de procedencia de la demanda y requisitos para evaluar si efectivamente se tenía el 

derecho de la bonificación diferencial (incluso solicitó un informe a la UGEL), en nuestra opinión, 

se extralimitó en sus funciones al procurar, equiparar las bonificaciones señaladas en el artículo 48 

de la Ley N° 24029, pues taxativamente estaban determinadas las diferencias, y a la luz de los 

precedentes vinculantes; no era posible determinar que se el cálculo de su bonificación por zona 

diferenciada, debía efectuarse en base a su remuneración total o íntegra. 



 

CONCLUSIONES 

 

 

Este trabajo hace referencia a la bonificación diferencial, mediante el cual invita a reflexionar 

sobre que base de remuneración (total permanente o total integra) debe ser otorgada dicho derecho 

a los servidores públicos que se encuentran inmersos en el artículo 48° de la Ley del Profesorado 

N° 24029. 

La bonificación diferencial tiene por objeto: a) Compensar a un servidor de carrera por el 

desempeño de un cargo que implique responsabilidad directiva; b) Compensar condiciones de 

trabajo excepcionales respecto del servicio común. 

Ahora bien, se debe decir que la remuneración total depende del cumplimiento de exigencias 

y/o condiciones de trabajo distintas al común y no mantiene su calidad en el tiempo. 

Respecto a la remuneración total permanente, esta no depende de una condición especial de 

trabajo, sino tiene una vocación permanente en el tiempo que se otorga con carácter general a todos 

los trabajadores inmersos y por ende se enmarca en el artículo 48° de la Ley del Profesorado. 

La base de cálculo de la bonificación por zona diferenciada de los profesores es la remuneración 

total permanente, regulada a la fecha por el artículo 8° a) del Decreto Supremo N° 051-91-PCM, 

ello no implica que se esté aplicando retroactivamente dicho Decreto Supremo, sin embargo se 

debe señalar que, los conceptos remunerativos laborales han sido precisados en el artículo 8° a) 

del Decreto Supremo N° 051-91-PCM debido al profuso sistema normativo existente, permitiendo 

de este modo dilucidar la controversia que motiva el presente trabajo, estableciendo los conceptos 

que se engarzan en la noción de remuneración permanente a la que hace referencia el tercer párrafo 

del artículo 48 de la Ley del Profesorado. 



 

RECOMENDACIONES 

 

 

Considerando la importancia que tiene este trabajo y en función de los resultados obtenidos se 

formulan algunas sugerencias respecto a la estructura del estado y los profesores, para ello se hace 

llegar las siguientes recomendaciones: 

Implementar un sistema de campo o digital que permita a toda la sociedad conocer la estructura 

del estado, sus derechos y obligaciones. 

Estimar y considerar que el poder judicial no puede admitir demandas para que en primera 

instancia resuelva declarar fundada la demanda y luego en segunda instancia esta sea revocada; 

por lo que, se debe reducir el índice de sentencias contradictorias en nuestro estado. 

Desarrollar un programa o aplicativo de normas laborales, con la finalidad de que los profesores 

tanto del ámbito privado como público conozcan que derechos y obligaciones que le corresponden. 

Las instituciones educativas privadas y públicas, deben propiciar a los profesores asesoramiento 

legal para que puedan conocer sus derechos y obligaciones. 

Asimismo, las instituciones educativas deben implementar programas destinados a 

perfeccionar, actualizar y motivar al director educativo, los docentes y estudiantes, a fin de mejorar 

el desarrollo y crecimiento profesional y personal. 
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